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Glosario

Autoridad de supervisión de medidas cautelares y 
de la suspensión condicional del proceso. Instancia 
que tiene a cargo la evaluación de riesgo de las personas 
imputadas, y el seguimiento de las medidas cautelares 
en libertad y la suspensión condicional del proceso. A 
nivel federal esta función la realiza la Unidad de Segui-
miento y Supervisión de Medidas Cautelares y Suspen-
sión Condicional del Proceso de la Guardia Nacional.

Criterios de evaluación de riesgo. Parámetros o 
factores utilizados para analizar la probabilidad de que 
una persona imputada evada la justicia, obstaculice la 
investigación o atente contra la víctima o los testigos. 
Permiten a las y los jueces de control valorar si es ne-
cesario imponer medidas cautelares y cuáles.

Defensoría Pública Federal. Órgano encargado de 
brindar defensa penal gratuita a personas acusadas de 
cometer delitos federales. Forma parte del Consejo de 
la Judicatura Federal, el cual pertenece al Poder Judi-
cial de la Federación.

Medida cautelar. Orden judicial que restringe derechos 
de manera temporal con el fin de garantizar la presencia 
de la persona imputada durante el proceso, impedir que se 
obstaculice la investigación o evitar que afecte a las vícti-
mas o testigos. Por ejemplo, la obligación de presentarse 
periódicamente al juzgado o ante una tercera autoridad, 
una fianza económica, la prohibición de salir de una zona 
determinada, un brazalete electrónico, o la prisión preven-
tiva.

Riesgo procesal. Probabilidad de que una persona 
imputada, durante el desarrollo del proceso penal, in-
curra en conductas que afecten su adecuada conti-
nuación, tales como sustraerse de la acción de la jus-
ticia, alterar pruebas, influir en testigos, intimidar al 
funcionariado que participa en la investigación o acu-
sar daño a las víctimas. Es clave para determinar la ne-
cesidad de imponer medidas cautelares.

Delitos federales. Delitos competencia de las auto-
ridades federales, tanto de la Fiscalía General de la Re-
pública, como del Poder Judicial de la Federación. Los 
más comunes son los delitos contra la salud y los deli-
tos de portación de armas.

Dictamen de análisis de riesgo. Documento que 
emite la autoridad de supervisión de medidas caute-
lares y de la suspensión condicional del proceso, don-
de plasma los resultados de la evaluación de riesgo de 
una persona imputada. 

Fiscalía General de la República. Instancia autóno-
ma constitucionalmente encargada de la investigación 
y persecución de los delitos federales. 

Juzgado de control. Autoridad judicial que interviene 
en el proceso penal desde la judicialización de la inves-
tigación hasta el dictado del auto que declara por ini-
ciado el juicio oral. Está encargado de analizar y dictar 
las medidas cautelares. 
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Introducción

Este informe presenta los hallazgos de una investi-
gación exploratoria que tuvo como objetivo indagar 
sobre la idoneidad de los criterios y los procesos de 
evaluación de riesgos que emplean los actores del sis-
tema de justicia penal para debatir e imponer medidas 
cautelares a personas acusadas de delitos federales 
en México. El estudio pone especial atención en el uso 
excesivo de la prisión preventiva y en cómo esta prác-
tica afecta de manera desproporcionada a personas 
pertenecientes a grupos vulnerables.

Las medidas cautelares son herramientas proce-
sales que, en el ámbito de la justicia penal, se uti-
lizan para garantizar que la investigación o el juicio 
se lleven a cabo correctamente. Son ordenadas por 
un órgano judicial con la finalidad de evitar que una 
persona acusada de cometer un delito evada u obs-
taculice la justicia o bien, cause daños a las víctimas 
o testigos. Estas medidas pueden incluir la presen-
tación periódica ante un juzgado, la prohibición de 
salir del país, el embargo de bienes, entre otras. En 

situaciones más graves, puede imponerse la prisión 
preventiva, que constituye la medida cautelar más 
severa. Atendiendo a sus fines, las medidas cautela-
res no deben usarse como un castigo anticipado, ya 
que éste último solo se justifica una vez que se haya 
probado plenamente la culpabilidad de una persona. 

Cuando se impone una medida cautelar se restringen 
o limitan los derechos de las personas acusadas. En 
el caso de la prisión preventiva las afectaciones son 
mayúsculas porque dicha medida consiste en mante-
nerlas encarceladas mientras se desarrolla el proceso 
penal y se resuelve si se le condena o absuelve. Por 
ello, su aplicación debe ser excepcional y proporcio-
nal. Esta exigencia se basa en el principio de presun-
ción de inocencia, según el cual toda persona debe 
ser considerada y tratada como inocente hasta que 
se acredite su responsabilidad penal mediante un jui-
cio justo. La imposición de una medida cautelar su-
pone una afectación a ese principio al restringir a la 
persona como si ya hubiera sido declarada culpable, 

especialmente si implica la privación de la libertad. 
Por ello, por regla general, las personas acusadas de-
ben enfrentar su proceso en libertad.

El órgano judicial puede imponer una o varias me-
didas cautelares, según las circunstancias del caso 
y siempre que estén orientadas a mitigar riesgos 
procesales específicos. Entre estos riesgos se 
destacan la posible fuga de la persona acusada, 
la obstrucción del procedimiento penal o el daño 
a víctimas o testigos. Solo cuando exista un ries-
go fundado se justifica la necesidad de cautela y la 
imposición de una medida cautelar; en su ausen-
cia, no procede aplicar ninguna medida. La prisión 
preventiva, por su parte, solo se justifica cuando no 
hay otra forma de evitar tales riesgos.

En la práctica del sistema de justicia penal mexicano 
esto no se cumple. Datos del año 2024 muestran que 
aproximadamente el 37% de las personas privadas 
de libertad en el país estaban sujetas a prisión pre-
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ventiva, dicho porcentaje se eleva al 41% en los ca-
sos de personas acusadas de delitos federales. Gran 
parte de estas personas pertenece a grupos consi-
derados vulnerables por su sexo, pertenencia a un 
pueblo indígena, nacionalidad o situación de pobre-
za. En muchos de estos casos, la prisión preventiva 
fue impuesta sin una justificación clara, sin realizar 
una evaluación adecuada de los riesgos procesales 
e inclusive mediada por prejuicios y estereotipos.

El uso excesivo de la prisión preventiva en Méxi-
co responde a múltiples factores. En gran parte, se 
debe a un diseño normativo contradictorio y a prác-
ticas institucionales inadecuadas que favorecen su 
aplicación como medida principal. Destaca la figura 
de la prisión preventiva oficiosa, que se impone de 
forma automática a las personas que son acusadas 
de ciertos delitos, sin realizar ningún análisis de ries-

go, en contravención a los estándares legales exis-
tentes en la materia. A esto se suma la tendencia a 
privilegiar la prisión preventiva justificada por enci-
ma de otras 13 medidas cautelares previstas en la le-
gislación procesal penal y que son menos restricti-
vas. Esta investigación se propuso examinar en qué 
medida dicha situación se debe a deficiencias en los 
criterios y los procesos empleados para evaluar los 
riesgos procesales, lo que afecta seriamente la ca-
lidad de las decisiones judiciales en esta materia y 
vulnera los derechos de las personas acusadas.

Este informe analiza el marco legal y las prácticas 
del sistema de justicia penal federal respecto a las 
medidas cautelares, centrándose en la evaluación 
de riesgos y el uso excesivo de la prisión preventi-
va. A través de este ejercicio, se evidencian las de-
ficiencias en su aplicación y se destacan los prin-

cipales obstáculos que impiden racionalizar el uso 
de la prisión preventiva y avanzar hacia un modelo 
cautelar compatible con los derechos humanos.

Para tal fin, el presente informe se estructura en 
cuatro apartados. El primero describe la metodolo-
gía utilizada para la realización de la investigación. El 
segundo aborda los estándares en materia de pre-
sunción de inocencia y la naturaleza de las medidas 
cautelares, que establecen los parámetros a que de-
bería sujetarse su imposición. En el tercero se pre-
senta una revisión del marco normativo nacional en 
materia de medidas cautelares y prisión preventiva. 
En el cuarto se presentan los hallazgos de la inves-
tigación sobre el proceso de evaluación de riesgos 
cautelares en el sistema de justicia penal federal. 
Para finalizar, en el quinto apartado, se presentan las 
conclusiones y recomendaciones del estudio. 
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1. Metodología

Para cumplir con su objetivo, el estudio tuvo como hipóte-
sis que los criterios y procesos utilizados para evaluar los 
riesgos procesales no son idóneos, al carecer de objeti-
vidad y razonabilidad. Al estar influenciados por sesgos y 
prejuicios, y sustentados en metodologías y fuentes defi-
cientes, refuerzan una tendencia sistemática a la aplicación 
de la prisión preventiva, afectando de manera despropor-
cionada a personas pertenecientes a grupos vulnerables.

Dentro de los principales sesgos podría estar la falta de 
imparcialidad y neutralidad de la Unidad de Seguimien-
to y Supervisión de Medidas Cautelares y Suspensión 
Condicional del Proceso de la Guardia Nacional. Esta 
unidad, responsable de elaborar evaluaciones sobre el 
riesgo procesal de personas acusadas de delitos fede-
rales, pertenece a la misma institución donde laboran 
los elementos que llevan a cabo gran parte de las deten-
ciones a nivel federal. Al operar bajo el mismo mando, es 
poco probable que sus análisis descarten la existencia 
de riesgos procesales. Por ello, el estudio también se 
propuso indagar si la decisión de imponer la prisión pre-
ventiva se basa en el análisis de riesgo procesal elabo-
rado por esta unidad, o bien si responde a otras causas.

La investigación adoptó una metodología de carácter 
cualitativo, sustentada en el análisis de fuentes prima-
rias y secundarias. En una primera etapa, se llevó a cabo 
una revisión del marco jurídico e institucional relevante. 
Posteriormente, se realizaron entrevistas con integran-
tes de la Defensoría Pública Federal, organizaciones de 
la sociedad civil y personas juzgadoras federales. Estas 
entrevistas permitieron explorar profundizar en aspec-
tos procesales, prácticos y contextuales relacionados 
con la forma en que se discute y decide el riesgo proce-
sal y la imposición de medidas cautelares en casos del 
fuero federal, así como identificar posibles diferencias 
en el trato que reciben las personas imputadas.

Asimismo, se recopiló una muestra de dictámenes de 
análisis o evaluación de riesgo, elaborados por la ins-
tancia federal encargada de este análisis y se selec-
cionaron 40 para una revisión a profundidad, utilizando 
un instrumento diseñado para examinar las metodolo-
gías, fuentes y criterios empleados en su elaboración. 
Además, se revisaron instrumentos alternativos emiti-
dos por fiscalías locales, la Fiscalía General de la Repú-
blica y el Instituto Federal de Defensoría Pública.

En concordancia con su objetivo e hipótesis, el estu-
dio adoptó una perspectiva de igualdad y no discrimi-
nación, tanto para la recolección de información como 
para su análisis. Bajo esta mirada se buscó identificar 
problemas generales relacionados con la evaluación 
de riesgos cautelares o procesales, pero también sus 
impactos diferenciados y afectaciones desproporcio-
nadas respecto a dichos grupos.

El informe se centró en el estudio de las prácticas vin-
culadas con la evaluación del riesgo procesal y la im-
posición de medidas cautelares dentro del sistema de 
justicia penal federal, incorporando las experiencias de 
la Defensoría Pública y de personas juzgadoras que ac-
túan en tal ámbito competencial. Se advierte, en ese 
sentido, que aunque algunas de estas problemáticas —
particularmente las de carácter normativo— pueden re-
plicarse en el ámbito estatal debido a la vigencia de un 
marco procesal uniforme en todo el país, otras podrían 
presentar diferencias importantes, porque las unidades 
de evaluación de riesgo pueden operar de manera dife-
rente. Lo mismo puede ocurrir en casos donde la defen-
sa está a cargo de litigantes particulares.
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2. Presunción 
de inocencia y 
medidas cautelares: 
estándares y principios

La presunción de inocencia es un derecho y un prin-
cipio fundamental del derecho penal, aunque también 
aplica a otras materias. Se encuentra reconocido tan-
to en el ámbito nacional como internacional y garantiza 
que ninguna persona sea considerada o tratada como 
culpable hasta que se demuestre su responsabilidad, 
mediante un juicio justo. Sin embargo, este principio 
coexiste con la necesidad del Estado de asegurar la 
correcta conducción y conclusión de la investigación y 
del proceso penal, así como la protección de las vícti-
mas o testigos y, por tanto, con la necesidad de aplicar 
medidas cautelares en ciertos casos.

Este apartado analiza los fundamentos de las medidas 
cautelares, a partir de la relación entre la presunción 
de inocencia y la naturaleza de tales medidas, que en 
tanto son restrictivas de derechos deben sujetarse a 
criterios de excepcionalidad, necesidad y proporcio-
nalidad. Se discuten, por tanto, los estándares inter-
nacionales y nacionales que rigen su aplicación, con 
especial énfasis en aquellos que permiten revisar, más 

adelante en el texto, los desafíos y tensiones que sur-
gen en la práctica judicial mexicana.

2.1 La presunción de inocencia como fundamen-
to de las medidas cautelares 

La presunción de inocencia es uno de los fundamentos 
del sistema penal. Tiene una relación intrínseca con el 
derecho a la libertad y constituye, de hecho, una ga-
rantía que impide que este sea restringido o limitado de 
manera arbitraria. Por ello, también sustenta el régimen 
de medidas cautelares y la evaluación de riesgos.

La presunción de inocencia es un derecho inderogable 
de aplicación doméstica, particularmente en el ámbi-
to penal. Este derecho no puede ser suspendido, bajo 
ninguna circunstancia; ni siquiera durante un estado de 
excepción1. Es una norma de derecho consuetudinario2, 
y un pilar del derecho internacional de los derechos hu-
manos, humanitario3 y penal4. La presunción de inocen-
cia es una garantía fundamental del derecho a un juicio 

justo, y un elemento del principio de legalidad5 tanto en 
tiempos de paz, de transición y de guerra. 

En materia de derechos humanos, el Pacto Interna-
cional de Derechos Civiles y Políticos, ratificado por 
México en 2002, consagra en su artículo 146 sobre 
igualdad ante los tribunales, que “(t)oda persona acu-
sada de un delito tiene derecho a que se presuma su 
inocencia mientras no se pruebe su culpabilidad con-
forme a la ley.” Este derecho está además consig-
nado en el artículo 8 (2) de la Convención Americana 
sobre Derechos Humanos, de la cual México es parte 
desde 1981.

El derecho a la presunción de inocencia es, como indica 
la Observación General No. 13 del Comité de Derechos 
Humanos, una de las disposiciones orientadas a garan-
tizar la adecuada impartición de justicia, y una prerro-
gativa fundamental para la protección de los derechos 
humanos en su conjunto7. La Observación General No. 
32, que sustituye la No. 13, reitera esta interpretación y 
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destaca que la presunción de inocencia “sirve de medio 
procesal para salvaguardar el imperio de la ley”8. 

En efecto, la presunción de inocencia se sostiene 
en tres salvaguardas procesales que buscan limitar 
el poder coercitivo del Estado como ente acusador, 
procurando evitar condenas basadas en pruebas no 
determinantes, insuficientes o poco confiables. La 
presunción de inocencia también descansa sobre una 
norma sustantiva, el derecho de la persona acusada al 
beneficio de la duda9.

En materia procesal, el derecho a la presunción de ino-
cencia contempla que la persona acusada sea tratada 
como tal durante todo el trámite; que no sea presen-
tada o descrita como criminal por medios de comu-
nicación o prejuzgada por autoridades, incluyendo 
mediante declaraciones públicas10. La presunción de 
inocencia procede “incluso antes de presentarse for-
malmente los cargos, y se mantiene hasta que se con-
firme la sentencia condenatoria tras el recurso final”11. 

Las personas juzgadoras deben llevar a cabo los juicios 
sin prejuicios, con mente abierta, sin haber juzgado 
previamente la culpabilidad o inocencia de las perso-
nas acusadas. La presunción de inocencia que deben 
garantizar las personas juzgadoras está interconecta-
da, entre otras, con las garantías de imparcialidad del 
tribunal y con el principio de no discriminación12. De-
ben asegurarse de que el juicio se desarrolle de mane-
ra justa e imparcial, sin ideas preconcebidas13.

La Suprema Corte de Justicia de la Nación (SCJN) 
entiende el alcance de la presunción de inocencia 
más allá de la órbita del proceso penal, destacan-
do su rol en la garantía de otros derechos humanos 
como son la dignidad humana, la libertad, la honra y 
el buen nombre14.

Frente al estándar de prueba, la presunción de ino-
cencia conlleva que las pruebas permitan establecer 
responsabilidad más allá de toda duda razonable15, 
es decir que la evidencia presentada en el juicio sea 

tan contundente que no deje lugar a ninguna otra 
conclusión lógica más que la culpabilidad de la per-
sona acusada. 

Finalmente, la presunción de inocencia de la persona 
acusada implica que la carga de la prueba recae en el 
ente acusador16. La Fiscalía tiene a su cargo probar todos 
los elementos del crimen o los crímenes bajo juicio17. 

La Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos (CPEUM) recoge estas garantías bajo su artículo 
20 dedicado al proceso penal acusatorio y oral, y los 
derechos de la persona imputada en su sección B (I). 
Al respecto, la Suprema Corte de Justicia de la Nación, 
estableció, al resolver el Amparo Directo en Revisión 
2087/201118 que el derecho a la presunción de inocen-
cia se encuentra resguardado en los principios del de-
bido proceso legal y acusatorio. 

Su importancia es tal que funciona como un princi-
pio. El Código Nacional de Procedimientos Penales 
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(CNPP) contempla la presunción de inocencia pre-
cisamente como principio. En su artículo 13 dispo-
ne que “(t)oda persona se presume inocente y será 
tratada como tal en todas las etapas del procedi-
miento, mientras no se declare su responsabilidad 
mediante sentencia emitida por el Órgano jurisdic-
cional, en los términos señalados en este Código.” 
De este modo, la presunción de inocencia informa 
todo el proceso y, por tanto, la actuación de todos 
los sujetos que en él intervienen. 

Para la SCJN, la presunción de inocencia es un de-
recho “poliédrico”. Esto significa que “tiene múltiples 
manifestaciones o vertientes cuyo contenido se re-
laciona con garantías encaminadas a disciplinar dis-
tintos aspectos del proceso penal”. De este modo, 
en su dimensión procesal tiene cuatro vertientes: (1) 
principio informador del proceso; (2) regla probatoria; 
(3) estándar probatorio o regla de juicio y (4) regla de 
trato procesal19.

Frente a las medidas cautelares son de especial impor-
tancia la primera y cuarta vertientes. Como principio 
informador, la presunción de inocencia se dirige a “dis-
ciplinar” a las autoridades judiciales, mediante un man-
dato dirigido a prohibirles realizar “interpretaciones le-
gales incompatibles con el contenido del derecho”20. 

Como regla de trato o tratamiento de las personas 
acusadas o imputadas, por su parte, el contenido de la 
presunción de inocencia tiene la finalidad de garantizar 
que sean tratadas como inocentes, “en tanto no haya 
sido declarada su culpabilidad por virtud de una sen-
tencia judicial y se le haya seguido un proceso con to-
das las garantías” e impedir que se apliquen medidas 
judiciales que impliquen equipararlas con las personas 
declaradas culpables21.

Lo anterior concierne especialmente a las medidas que 
limitan derechos durante el proceso penal, antes de que 
exista una sentencia condenatoria definitiva, como son 

las medidas cautelares. Y aplica de manera destacada 
aunque no exclusiva, frente a la prisión preventiva.

La presunción de inocencia, como derecho fundamen-
tal sustantivo y principio informador de todo el proce-
so, ampara a toda persona acusada, incluso durante la 
detención preventiva, independientemente de su du-
ración22. La prisión preventiva, como medida cautelar 
tendiente a garantizar la comparecencia de la perso-
na acusada en el juicio, solo es compatible con la pre-
sunción de inocencia si su aplicación es excepcional23, 
proporcional y está debidamente justificada24. 

La Corte Interamericana de Derechos Humanos ha 
establecido que la prisión preventiva prolongada o 
injustificada vulnera la presunción de inocencia, ya 
que “equivale a anticipar una sentencia” condenato-
ria25. En definitiva “(l)a regla debe ser la libertad del 
procesado mientras se resuelve acerca de su res-
ponsabilidad penal”26.



13

La libertad de las personas acusadas durante el pro-
ceso debe ser garantizada en la forma más amplia 
posible ya que en sentido estricto, las personas acu-
sadas deben ser consideradas como ajenas a los he-
chos. Por tanto, cualquier medio que afecte su esfera 
de derechos debe estar justificado27. Si bien la natu-
raleza de las medidas cautelares se analiza en el si-
guiente apartado, es fundamental comprender que 
todas las medidas cautelares afectan en algún gra-
do la presunción de inocencia e implican un trato que 
no es acorde al “estado de inocencia”28. Por tanto, su 
aplicación debe ser excepcional y proporcional. Al im-
ponerse cualquier medida se debe asegurar no solo 
que sea necesaria, sino también, que no sea excesiva 
y, por tanto, que cause la menor afectación posible a 
la presunción de inocencia.

2.2 Naturaleza de las medidas cautelares 

Las medidas cautelares ilustran una tensión inhe-
rente al sistema de justicia penal. Este debe, por un 

lado, proteger la presunción de inocencia y, por otro, 
garantizar que las personas acusadas comparezcan 
al proceso29, que este se pueda “desarrollar sin trau-
matismos, y que el sistema de justicia proporcione 
una respuesta de calidad”30. Las medidas cautelares 
también permiten garantizar la eficacia de una even-
tual sentencia condenatoria.31

Las medidas cautelares no deben asociarse a fi-
nes que excedan su naturaleza cautelar o proce-
sal. Solo pueden imponerse para cumplir fines 
procesales legítimos, siendo los dos más acepta-
dos en los estándares del sistema interamericano: 
a) asegurar la comparecencia de la persona proce-
sada al juicio y b) evitar la obstrucción del proceso 
penal o sus variaciones. Las medidas cautelares 
no deben perseguir fines punitivos, ni pueden ser 
usadas como una pena anticipada. Tampoco de-
ben adoptarse como una herramienta destinada a 
prevenir el delito, garantizar la seguridad pública, 
combatir la impunidad y mucho menos como “un 

método para responder a la presión de los medios 
de comunicación”32.

Las medidas cautelares operan mediante la restricción 
a derechos de las personas acusadas, entre los que se 
encuentran la libertad. Por ello, se encuentran sujetas 
a los límites impuestos por la propia presunción de ino-
cencia y además, por los cuatro elementos del test de 
proporcionalidad, es decir: i) buscar una finalidad legí-
tima, ii) ser idónea para cumplir el fin perseguido, iii) ser 
necesaria y, iv) estrictamente proporcional33.

En la legislación procesal mexicana, como en muchas 
otras, existe un catálogo de medidas cautelares sien-
do la prisión preventiva la más restrictiva de ellas. La 
prisión preventiva solo puede ser utilizada cuando las 
medidas cautelares alternativas no son suficientes 
para evitar el riesgo de fuga y la obstaculización del 
proceso, es decir, es de carácter excepcional. Al res-
pecto, la Corte IDH ha sostenido que la citada medida 
cautelar “en sí misma no es contraria al Derecho Inter-
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nacional de los Derechos Humanos34”. Sin embargo, al 
interpretar el artículo 7.3 de la CADH, la Corte IDH sos-
tuvo que para que una medida cautelar restrictiva de la 
libertad no sea arbitraria es necesario que:

I. Existan presupuestos materiales sobre la existen-
cia de un delito y la vinculación de la persona pro-
cesada con ese delito;

II. Cumpla con los cuatro elementos del test de pro-
porcionalidad;

III. La decisión que imponga la medida cautelar con-
tenga una motivación suficiente que permita eva-
luar si se ajusta a las condiciones mencionadas.

Para racionalizar el uso de la prisión preventiva, el 
derecho internacional llama a los Estados a priori-
zar medidas alternativas o sustitutivas de libertad35. 
Esto aplica a la etapa previa al juicio, al desarrollo del 
juicio y al proceso de ejecución de la sentencia36. 

No obstante, en México las medidas cautelares son 
aplicables únicamente a la etapa previa al juicio y a 
su desarrollo, porque las medidas alternativas a la 
prisión en la etapa de ejecución tienen una naturale-
za y denominación distinta. 

La CIDH se ha referido a un catálogo de medidas cau-
telares alternativas para incentivar su uso en lugar de la 
prisión preventiva. Por ejemplo, la promesa de la persona 
imputada de someterse al procedimiento y de no obsta-
culizar la investigación, la obligación de presentarse pe-
riódicamente ante el juez, la retención de documentos 
de viaje, el abandono inmediato del domicilio en casos de 
violencia doméstica, el pago de una fianza o la vigilancia 
mediante un dispositivo electrónico de rastreo37.

No debe perderse de vista que las medidas alterna-
tivas a la prisión preventiva también limitan o afectan 
derechos. Por ejemplo, la obligación de ir a cierto lugar 
periódicamente o el uso de dispositivos electrónicos 
de rastreo limitan los derechos a la circulación y a la 

privacidad. Las medidas de sometimiento al cuidado o 
la vigilancia de una persona o institución o el resguardo 
domiciliario interfieren con los horarios laborales. Ello 
puede ocasionar pérdidas económicas, que pueden 
incluso trascender a la familia o dependientes eco-
nómicos de las personas acusadas. El mismo efecto 
pueden tener las medidas que implican la exhibición 
de garantías económicas, el embargo de bienes o la 
inmovilización de cuentas bancarias. 

Por ello, también deben sujetarse a los límites y prin-
cipios previamente mencionados. Es imprescindible 
realizar el examen de proporcionalidad para determi-
nar qué medida o conjunto de medidas resulta ade-
cuado para cumplir, en cada caso, los fines legítimos 
previstos en la legislación e incluso si no se justifica 
el uso de medida alguna. Sin embargo, este proceso 
debe ser objetivo y basarse en fuentes apropiadas, lo 
que no es tarea fácil. De ahí la importancia de raciona-
lizar esta decisión judicial y contar con criterios y pro-
cesos idóneos para evaluar los riesgos.
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3. Características 
y contradicciones 
del modelo cautelar 
mexicano

Con la adopción del sistema acusatorio en México, se 
transformaron diversos aspectos del funcionamiento 
del sistema de justicia penal, entre ellos la regulación 
de las medidas cautelares. Estas se rigen por lo dis-
puesto en los artículos 19 y 20 de la Constitución Po-
lítica de los Estados Unidos Mexicanos y 153 a 182 del 
Código Nacional de Procedimientos Penales, que in-
cluyen principios fundamentales como la presunción 
de inocencia, la proporcionalidad y la excepcionalidad 
de las medidas cautelares. 

También contemplan un catálogo que incluye medi-
das alternativas, así como disposiciones tendientes a 
limitar el uso de la prisión preventiva y privilegiar que 
las personas acusadas enfrenten sus procesos en li-
bertad, en apego a los estándares revisados. Sin em-
bargo, este marco jurídico contiene contradicciones 
como la figura de la prisión preventiva oficiosa, que en 
conjunto con malas prácticas arraigadas en el sistema 
de justicia penal, han impedido que se reduzca el uso 
de esta medida.

En este apartado se ofrece una revisión general de las ca-
racterísticas y contradicciones del régimen jurídico de las 
medidas cautelares, con el fin de facilitar la comprensión 
de los hallazgos que se presentan en la sección siguiente, 
relativos a la evaluación de riesgos en el sistema de jus-
ticia penal federal y las oportunidades y desafíos para su 
implementación efectiva, a causa del uso desproporcio-
nado de la prisión preventiva. Se revisa en particular la re-
gulación del modelo cautelar, así como las disposiciones 
específicas y criterios judiciales relevantes sobre prisión 
preventiva, en sus dos vertientes, justificada y oficiosa.

3.1 Regulación sobre medidas cautelares

Conforme a la legislación nacional, las medidas caute-
lares deben ser impuestas por resolución de un juzgado 
de control, a solicitud de la fiscalía, la víctima, la persona 
ofendida o su asesor jurídico38. Esta decisión se toma en 
el marco de una audiencia, que debe celebrarse en pre-
sencia de las partes y tras un debate39. Se discuten una 
vez que la fiscalía formula la imputación, es decir, después 

de que informa a una persona que se le investiga por la 
comisión de un delito y esta solicita el término constitu-
cional de 72 o 144 horas para que se resuelva sobre su vin-
culación a proceso o bien después de que es vinculada40.

La legislación nacional contempla un catálogo de 14 
medidas cautelares, que son las siguientes:

I. La presentación periódica ante el juez o ante auto-
ridad distinta que aquél designe; 

II. La exhibición de una garantía económica; 

III. El embargo de bienes; 

IV. La inmovilización de cuentas y demás valores que 
se encuentren dentro del sistema financiero; 

V. La prohibición de salir sin autorización del país, de 
la localidad en la cual reside o del ámbito territorial 
que fije el juez; 
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VI. El sometimiento al cuidado o vigilancia de una per-
sona o institución determinada o internamiento a 
institución determinada; 

VII. La prohibición de concurrir a determinadas reunio-
nes o acercarse o ciertos lugares; 

VIII. La prohibición de convivir, acercarse o comu-
nicarse con determinadas personas, con las víc-
timas u ofendidos o testigos, siempre que no se 
afecte el derecho de defensa; 

IX. La separación inmediata del domicilio; 

X. La suspensión temporal en el ejercicio del cargo cuando 
se le atribuye un delito cometido por servidores públicos; 

XI. La suspensión temporal en el ejercicio de una de-
terminada actividad profesional o laboral; 

XII. La colocación de localizadores electrónicos; 

XIII. El resguardo en su propio domicilio con las mo-
dalidades que el juez disponga, o 

XIV. La prisión preventiva.41

Las medidas cautelares tienen como únicos fines ga-
rantizar la comparecencia de la persona imputada en 
el juicio, asegurar el adecuado desarrollo de la investi-
gación y proteger a la víctima, a los testigos y a la co-
munidad. Por ello, no deben ser utilizadas como medio 
para obtener un reconocimiento de responsabilidad, ni 
como forma de sanción o castigo anticipado42. La au-
toridad judicial no puede imponer medidas cautelares 
sin tomar en cuenta sus finalidades, ni tampoco aplicar 
medidas distintas a las previstas en la legislación pro-
cesal penal43.

Es posible aplicar una o varias medidas combinadas, 
considerando los argumentos que ofrezcan las par-
tes o la justificación que realice la fiscalía y atendien-
do a las circunstancias del caso. El órgano judicial no 

está obligado a imponer la medida que haya solicitado 
la fiscalía u otra parte y puede decretar una distinta, 
siempre que no sea más grave44. 

Los juzgados de distrito, al decidir sobre las medidas 
cautelares, deben considerar el derecho de las perso-
nas imputadas a que se presuma su inocencia mientras 
no se declare su responsabilidad, que está previsto en 
la Constitución y es uno de los principales fundamen-
tos del régimen de medidas cautelares45. Además, 
aplicar el principio de proporcionalidad y el criterio de 
mínima intervención, según las circunstancias particu-
lares de cada persona. Asimismo, deben justificar por 
qué la medida cautelar elegida es la menos lesiva para 
la persona imputada46.

La legislación prevé que para determinar la idoneidad 
y proporcionalidad de las medidas se podrá tomar en 
consideración el análisis de evaluación de riesgo ela-
borado por personal especializado47, que está a cargo 
de “la autoridad de supervisión de medidas cautela-
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res”48. Asimismo, contempla una serie de criterios o 
indicadores de riesgo, que debe guiar la evaluación y la 
decisión sobre medidas cautelares49. Dada su impor-
tancia dentro de la revisión de los hallazgos, se profun-
diza en estos elementos en el siguiente apartado.

Cuando varíen las condiciones que justificaron la impo-
sición de una medida cautelar, puede someterse a revi-
sión ante el órgano judicial a solicitud de cualquiera de 
las partes, es decir, la defensa, la fiscalía, la víctima o 
persona ofendida, o su asesoría jurídica, a efecto de que 
la confirme, revoque, sustituya o modifique, para lo cual 
se debe citar a una audiencia para que se debata sobre 
la subsistencia de las condiciones o circunstancias que 
se tomaron en cuenta para su imposición y la necesidad 
de mantenerla50. En esta audiencia, es posible ofrecer 
datos o medios de prueba51. El análisis correspondiente 
está sujeto a los principios y criterios indicados. 

Finalmente, la legislación indica que cuando se dicten 
medidas cautelares alternativas a la prisión, es posible 

establecer mecanismos de supervisión, para verificar 
su cumplimiento y alertar sobre los posibles riesgos de 
incumplimiento, lo que también está a cargo de “la au-
toridad de supervisión de medidas cautelares”52.

3.2 Disposiciones y criterios relevantes sobre 
prisión preventiva justificada y oficiosa

La legislación mexicana prevé reglas específicas sobre 
la prisión preventiva, ya que al ser la medida más severa 
que puede imponerse, está sujeta a mayores límites. La 
primera regla es que solamente se aplicará la prisión pre-
ventiva cuando la persona sujeta a la medida sea imputa-
da por un delito que merezca una pena privativa de liber-
tad53. Para el resto de las reglas, es necesario distinguir 
las dos vertientes de esta figura: la prisión preventiva jus-
tificada y la prisión preventiva oficiosa, porque tienen al-
gunas diferencias, aunque también límites compartidos.

La imposición de la prisión preventiva justificada se 
sujeta al proceso descrito en el apartado anterior, sin 

embargo, solo puede ser solicitada por la fiscalía y 
aplicarse cuando otras medidas no sean suficientes 
cumplir con sus los procesales54, por ser excepcional. 
También puede solicitarse cuando la persona impu-
tada esté siendo procesada o haya sido sentenciada 
previamente por la comisión de un delito doloso, siem-
pre que el proceso diverso, bajo ciertas condiciones55. 

Al igual que otras medidas cautelares, la prisión pre-
ventiva puede ser revisada, modificada, sustituida o 
cesada a solicitud de cualquiera de las partes56. La 
SCJN sostuvo que lo anterior aplica incluso a solici-
tudes efectuadas por personas procesadas bajo el 
sistema inquisitivo mixto y que aún se encuentran 
en prisión preventiva57. Esto se debe a que el marco 
constitucional y procesal penal reconoce derechos 
más favorables en esta materia, cuya aplicación no 
debe variar en función del tipo de procedimiento pe-
nal aplicable. En estos casos, deben observarse los 
parámetros revisados, así como los criterios de eva-
luación de riesgos58. 
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Por su parte, la prisión preventiva oficiosa, regulada en los 
artículos 19 constitucional y 167 del CNPP, no se ajusta a los 
principios ni al procedimiento analizados. Se dicta de ma-
nera automática por los juzgados de control, sin efectuar 
valoración alguna sobre su proporcionalidad o idoneidad o 
sobre los riesgos cautelares. El único criterio para impo-
nerla consiste en el delito del que se acusa a las personas. 

Esta figura se incluyó en la reforma que implantó el sistema 
acusatorio, realizada en 2008 y fue heredada del sistema 
inquisitivo mixto. Pese a que ha sido cuestionada por su 
incompatibilidad con los derechos al debido proceso y a la 
presunción de inocencia y por su ineficacia para reducir los 
delitos se ha expandido su uso. Inicialmente esta aplicaba 
a un catálogo reducido de delitos, sin embargo, este se ha 
ampliado mediante distintas reformas. La primera ocurrió 
en 2011, la segunda en 2019 y la tercera en 2024, mientras 
se desarrollaba la presente investigación. 

A continuación se presenta una tabla que muestra la 
ampliación del catálogo de delitos que ameritan pri-
sión preventiva oficiosa de 2008 a 2024.

Artículo 19 CPEUM. Catálogo de delitos que ameritan prisión preventiva oficiosa, reformas constitucionales

20
08 delincuencia organizada, homicidio doloso, violación, secuestro, delitos cometidos con medios violentos como 

armas y explosivos, así como delitos graves que determine la ley en contra de la seguridad de la nación, el libre de-
sarrollo de la personalidad y de la salud.

20
11 delincuencia organizada, homicidio doloso, violación, secuestro, trata de personas, delitos cometidos con me-

dios violentos como armas y explosivos, así como delitos graves que determine la ley en contra de la seguridad de 
la nación, el libre desarrollo de la personalidad y de la salud

20
19

abuso o violencia sexual contra menores, delincuencia organizada, homicidio doloso, feminicidio, violación, 
secuestro, trata de personas, robo de casa habitación, uso de programas sociales con fines electorales, 
corrupción tratándose de los delitos de enriquecimiento ilícito y ejercicio abusivo de funciones, robo al 
transporte de carga en cualquiera de sus modalidades, delitos en materia de hidrocarburos, petrolíferos 
o petroquímicos, delitos en materia de desaparición forzada de personas y desaparición cometida por 
particulares, delitos cometidos con medios violentos como armas y explosivos, delitos en materia de armas 
de fuego y explosivos de uso exclusivo del Ejército, la Armada y la Fuerza Aérea, así como los delitos graves 
que determine la ley en contra de la seguridad de la nación, el libre desarrollo de la personalidad, y de la salud.

20
24

, en los casos de abuso o violencia sexual contra menores, delincuencia organizada, extorsión, delitos previstos en 
las leyes aplicables cometidos para la ilegal introducción y desvío, producción, preparación, enajenación, 
adquisición, importación, exportación, transportación, almacenamiento y distribución de precursores quí-
micos y sustancias químicas esenciales, drogas sintéticas, fentanilo y derivados, homicidio doloso, feminicidio, 
violación, secuestro, trata de personas, robo de casa habitación, uso de programas sociales con fines electorales, co-
rrupción tratándose de los delitos de enriquecimiento ilícito y ejercicio abusivo de funciones, robo al transporte de carga 
en cualquiera de sus modalidades, delitos en materia de hidrocarburos, petrolíferos o petroquímicos, delitos en materia 
de desaparición forzada de personas y desaparición cometida por particulares, delitos cometidos con medios violentos 
como armas y explosivos, delitos en materia de armas de fuego y explosivos de uso exclusivo del Ejército, la Armada y la 
Fuerza Aérea, así como los delitos graves que determine la ley en contra de la seguridad de la nación, de la salud, del libre 
desarrollo de la personalidad, contrabando y cualquier actividad relacionada con falsos comprobantes fiscales, 
en los términos fijados por la ley.
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En la reforma de 2024 se incluyó, además, una espe-
cie de candado tendiente a evitar que las autoridades 
judiciales inapliquen la prisión preventiva oficiosa. De 
acuerdo con la reforma, las disposiciones relativas de-
ben “atenderse a su literalidad (sic), quedando prohi-
bida cualquier interpretación análoga o extensiva que 
pretenda inaplicar, suspender, modificar o hacer nu-
gatorios sus términos o su vigencia, ya sea de manera 
total o parcial”59. Esta reacción legislativa respondió a 
una práctica que comenzó a presentarse tras las sen-
tencias condenatorias de la Corte Interamericana de 
Derechos Humanos (Corte IDH) en 2022, en los casos 
Daniel García Rodríguez y Reyes Alpízar Ortiz y Tzom-
paxtle Tecpile y otros, en los que se determinó que esta 
medida es incompatible con la Convención Americana 
sobre Derechos Humanos. 

Dado el grado de afectación que la prisión preventiva 
implica para los derechos humanos, su aplicación está 
sujeta a límites temporales estrictos, con el fin de evi-
tar su prolongación indebida60. Esta medida cautelar 

exceder el tiempo máximo de pena que se contemple 
para el delito que motive el proceso correspondiente y, 
en ningún caso, debe superar los dos años, salvo que 
su extensión sea consecuencia del ejercicio del dere-
cho de defensa de la persona imputada. Dicha limita-
ción aplica independientemente de si el procedimiento 
se tramita bajo el sistema inquisitivo-mixto o el acusa-
torio, conforme a lo expuesto previamente. Si transcu-
rridos dos años no se ha pronunciado sentencia, debe 
ordenarse la libertad inmediata de la persona acusada 
mientras dura el proceso, pudiéndose imponer otras 
medidas cautelares61. En contraste, la Corte IDH con-
cluyó que la prisión preventiva debe someterse a revi-
sión periódica y que las medidas sustitutivas a la pri-
sión preventiva se aplicarán lo antes posible62.

Dicho término también aplica a la prisión preventiva 
oficiosa. La SCJN interpretó los artículos 19, segundo 
párrafo y 20, Apartado B, fracción IX constituciona-
les en relación con el artículo 167 del CNPP y conclu-
yó que es posible revisar la prisión preventiva oficiosa 

después de dos años si la persona continúa bajo pro-
ceso, porque al ser una restricción a la libertad está 
sujeta a límites63. 

La extensión de la prisión preventiva por un plazo no 
razonable equivale a anticipar la pena. Por ello, su re-
visión debe sujetarse a un escrutinio elevado por parte 
del órgano judicial para evitar que se extienda innece-
sariamente. Su duración no se sujeta al análisis de los 
fines legítimos de la medida cautelar (proteger el pro-
ceso o la investigación o las víctimas), sino de la razo-
nabilidad del plazo, en función del derecho a la defen-
sa. De acuerdo con la SCJN, corresponde a la fiscalía 
la carga de probar que el asunto es complejo, que la 
dilación en la culminación del proceso se debe a la ac-
tividad procesal de la persona imputada y que las au-
toridades han actuado con diligencia en la conducción 
del proceso. De no demostrarse estos elementos, la 
prisión preventiva debe cesar y, en su caso, podrá im-
ponerse una medida distinta, conforme a los criterios 
y principios analizados64. 



20

4. Hallazgos de la investigación: 
criterios y procesos de evaluación de riesgos 
para la imposición de medidas cautelares en 
procesos penales federales en México

En este apartado se presentan los hallazgos de la in-
vestigación sobre la idoneidad de los criterios y pro-
cesos utilizados por los actores del sistema de justicia 
penal federal para evaluar riesgos y debatir la imposi-
ción de medidas cautelares.

El estudio confirmó que pese a que la legislación pro-
cesal contiene un catálogo amplio de medidas caute-
lares existe un uso desmedido de la prisión preventiva, 
tanto oficiosa como justificada. Esto se debe a varios 
factores pero destacamos dos: la existencia de la pri-
sión preventiva oficiosa y el dictado preferente de la 
prisión preventiva denominada justificada. Enseguida 
presentamos algunos datos oficiales al respecto.

De acuerdo con el Cuaderno Mensual de Informa-
ción Estadística Penitenciaria Nacional, a diciembre 
de 2024 había 235,197 personas privadas de la liber-
tad en México. De ese número, 86,625 se encontra-
ban procesadas o sin una sentencia65. Ello representa 
el 36.8%. Asimismo, de ese total 27,678 se encontra-

ban privadas de la libertad por delitos del fuero fede-
ral, lo que representa el 11.77% del total de personas en 
prisión. Asimismo, 11,349 personas no habían recibido 
sentencia en el fuero federal. Ello representa el 41%. 
Estas cifras son similares a las que existían antes de la 
reforma penal de 2008, cuando aproximadamente el 
42% de las personas privadas de libertad estaban en 
prisión preventiva. Esto muestra que, a pesar de los 
cambios legales, no ha habido una reducción signifi-
cativa en el uso de esta medida66.

Esto no se debe exclusivamente a la existencia de pri-
sión preventiva oficiosa, sino también al dictado prefe-
rente de la prisión preventiva denominada justificada. 
Con relación a las personas que actualmente se en-
cuentran en prisión preventiva oficiosa, el INEGI infor-
mó que al cierre de 2023, de 86,984 personas priva-
das de la libertad sin sentencia, el 44.3% de ellas se 
encontraba en prisión preventiva oficiosa, es decir, 
aproximadamente 38,530 personas67. No obstante, 
también existe una práctica instalada por parte de las 

autoridades judiciales de imponer la prisión preventiva 
casi cada vez que la fiscalía lo solicita. Una investiga-
ción de Intersecta y Animal Político mostró que en el 
año 2020 los juzgados concedían 9 de cada 10 peti-
ciones de la fiscalía de imponer prisión preventiva. Los 
mayores porcentajes fueron encontrados en Estado 
de México con 99.2%, Campeche con 97% y Coahuila 
con 95.9%68. 

Lo anterior refleja que la prisión preventiva oficiosa es 
solo un síntoma de una enfermedad arraigada en el sis-
tema penal: el uso preferente de la prisión preventiva 
como medida cautelar. Las personas más afectadas por 
este problema son hombres y mujeres en situación de 
vulnerabilidad económica, con un nivel educativo bajo, 
dedicados al comercio informal o a actividades artesa-
nales, generalmente acusadas de delitos menores69.

Esto afecta el funcionamiento del sistema de justicia 
penal federal. Como documenta la investigación “Con-
dena sin Juicio: procedimiento abreviado e impactos 
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de género en el sistema penal federal mexicano”70, 
elaborada por Fair Trials y DragonLab, en el marco de 
un proyecto inicial auspiciado por la Embajada de Irlan-
da en 2022, los delitos federales con mayor incidencia 
implican prisión preventiva oficiosa, a lo que se suma 
un uso indiscriminado de la prisión justificada. 

El presente estudio permitió profundizar en este as-
pecto y mostrar que persisten resistencias y procesos 
de implementación deficientes del modelo de medi-
das cautelares, que han ocasionado que hasta la fecha 
no se hayan generado las condiciones para racionali-
zar el uso de la prisión preventiva. Este marco genera 
un campo de fricción que condiciona la evaluación de 
riesgos, una herramienta clave para lograr tal fin. 

Se constató a través del estudio que la evaluación de 
riesgos tiene deficiencias metodológicas y suele sus-
tentarse en sesgos y prejuicios, que afectan de manera 
desproporcionada a ciertos grupos de personas. Adi-
cionalmente, la investigación demostró que las evalua-

ciones se elaboran con datos insuficientes. Tales facto-
res generan una mayor probabilidad de elevar el nivel de 
riesgo de las personas acusadas y, por tanto, de que se 
imponga la prisión preventiva. Sin embargo, la investi-
gación reveló que estas problemáticas son más com-
plejas y extendidas de lo inicialmente planteado.

Los desafíos relacionados con la evaluación de riesgos 
trascienden el análisis emitido por la Unidad de Segui-
miento y Supervisión de Medidas Cautelares y Suspen-
sión Condicional del Proceso de la Guardia Nacional. Si 
bien este instrumento, cuando se utiliza, tiende a gene-
rar una sobreestimación de los riesgos, en la práctica se 
recurre a él con menos frecuencia de la prevista original-
mente, debido a sus limitaciones. Esto ha llevado a que 
la evaluación del riesgo y la determinación de medidas 
cautelares se sustenten en otros elementos y fuentes 
de información, que comparten deficiencias similares. 

En consecuencia, la presentación de los hallazgos se 
organiza de la siguiente manera. Primero, se examinan 

los criterios o factores de riesgo establecidos en la le-
gislación mexicana. Ahí, se identifican algunas proble-
máticas en su regulación, ya que inciden directamente 
en los procesos de evaluación de riesgos. En segundo 
lugar, se exponen los distintos momentos en que lle-
gan a debatirse las medidas cautelares en los proce-
sos penales federales y es pertinente realizar la eva-
luación de riesgos, así como algunos problemas que 
suelen presentarse en el debate. 

En la tercera sección se revisan los hallazgos relaciona-
dos con la evaluación de riesgos realizada por la unidad 
especializada de la Guardia Nacional. Esta sección se 
subdivide en dos partes: la primera aborda aspectos 
concernientes al diseño y las debilidades de la Unidad 
de Seguimiento y Supervisión de Medidas Cautelares y 
Suspensión Condicional del Proceso de la Guardia Na-
cional. La segunda parte presenta los resultados de la 
revisión y sistematización de los datos obtenidos tras 
la revisión propia de una muestra de dictámenes de 
análisis de riesgo elaborados por dicha unidad.
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Finalmente, en la última parte se destacan hallazgos 
adicionales de la investigación, relacionados con otras 
prácticas y criterios utilizados para la recopilación de 
información y la justificación de la necesidad de medi-
das cautelares.

4.1 Criterios o factores de riesgo procesal/caute-
lar conforme a la legislación mexicana

La imposición de una medida cautelar requiere justifi-
car que persigue una finalidad legítima, que es idónea 
para alcanzarla, necesaria y estrictamente proporcio-
nal, como se analizó en los apartados previos. Esto im-
plica identificar razones concretas que sustenten su 
adopción en función de alguno de sus fines procesa-
les. En el caso específico de la prisión preventiva, di-
chas razones deben ser, además, suficientemente só-
lidas o “poderosas”71. 

Este análisis debe considerar las circunstancias par-
ticulares de cada persona y efectuar una evaluación 

probabilística sobre su comportamiento en relación 
con los fines de las medidas, para determinar si existe 
riesgo procesal y, por tanto, necesidad de cautela72. La 
determinación de los riesgos cautelares es un proceso 
tendiente a predecir hechos futuros, es decir, es pros-
pectivo y no retrospectivo. Este proceso no es sen-
cillo porque técnicamente “es imposible probar algo 
que no ha ocurrido”73. La decisión judicial se enfrenta, 
por tanto, al reto de dilucidar si la libertad de la per-
sona acusada puede ocasionar una afectación al pro-
ceso, ya sea por fuga o por alteración o desaparición 
de pruebas74 o bien, poner en peligro a las víctimas o 
testigos. 

Los factores de riesgo deben ser analizados de manera 
individualizada y con el mayor grado de objetividad posi-
ble. De lo contrario, es altamente probable que opte por 
la imposición casi automática de la prisión preventiva 
o, en su defecto, un esquema de medidas alternativas 
mal diseñado. En ocasiones, aunque se imponen medi-
das menos gravosas que el encarcelamiento, implican 

cargas desproporcionadas, que afectan particularmen-
te a sectores vulnerables, como garantías económicas 
exorbitantes, restricciones que impiden mantener un 
empleo o generar ingresos o bien, que generan gastos 
difíciles de afrontar. Un esquema de medidas mal dise-
ñado suele derivar en incumplimientos que, de forma in-
evitable, conducen a su revocación y, en última instan-
cia, a la imposición de la prisión preventiva.

La evaluación de riesgos suele enfrentar diversos obs-
táculos, entre los cuales destaca la ausencia o falta de 
claridad en los criterios utilizados para llevarla a cabo. 
Con el propósito de reducir la subjetividad en las de-
cisiones judiciales sobre medidas cautelares, muchas 
legislaciones procesales penales, incluida la mexica-
na, han incorporado causales o criterios que funcio-
nan como indicadores para determinar la existencia 
de riesgos. Sin embargo, en algunos casos, estos cri-
terios resultan inadecuados, ya sea porque limitan la 
apreciación judicial y conducen a las y los juzgadores a 
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privilegiar la prisión preventiva, o bien, dificultan eva-
luaciones objetivas, al ser ambiguos75. 

Los criterios o factores de riesgo cautelar aplicables en 
los procesos penales nacionales se encuentran en los 
artículos 168, 169 y 170 del CNPP. Son el fundamento 
del análisis de riesgos que efectúa la unidad evaluado-
ra de la Guardia Nacional y de las decisiones judiciales 
sobre medidas cautelares. A continuación, se exponen 
los criterios más relevantes, complementándolos con 
la jurisprudencia interamericana. 

En primer lugar, el artículo 168 del CNPP se refiere a 
las circunstancias que deben considerarse para de-
terminar si existe peligro de sustracción de la persona 
imputada. Este contempla cinco factores que deben 
tomarse en cuenta al evaluar este riesgo cautelar, que 
son los siguientes:

I. El arraigo que tenga en el lugar donde deba ser 
juzgado determinado por el domicilio, residencia 

habitual, asiento de la familia y las facilidades para 
abandonar el lugar o permanecer oculto. La fal-
sedad sobre el domicilio del imputado constituye 
presunción de riesgo de fuga; 

II. El máximo de la pena que en su caso pudiera llegar 
a imponerse de acuerdo al delito de que se trate y 
la actitud que voluntariamente adopta el imputado 
ante éste; 

III. El comportamiento del imputado posterior al he-
cho cometido durante el procedimiento o en otro 
anterior, en la medida que indique su voluntad de 
someterse o no a la persecución penal; 

IV. La inobservancia de medidas cautelares previa-
mente impuestas, o 

V. El desacato de citaciones para actos procesales y 
que, conforme a derecho, le hubieran realizado las 
autoridades investigadoras o jurisdiccionales.

En primera instancia se analiza el arraigo y el máximo 
de la pena, por su importancia. El juzgado de con-
trol debe verificar el arraigo que la persona imputada 
tenga al lugar donde será juzgada. Ello se determi-
na a partir del domicilio, la residencia habitual y el 
asiento de la familia, así como la facilidad para aban-
donar el lugar o permanecer oculto. Estos factores 
deben analizarse en conjunto y no de manera aisla-
da. Además, es necesario considerar otros elemen-
tos como trabajo, redes, pertenencia, cuidados que 
realiza, entre otros.

Además, el Código ordena valorar el máximo de la pena 
privativa de libertad que pudiera imponerse a la perso-
na imputada. Este factor tampoco debe analizarse de 
manera aislada, sino que debe considerar la actitud que 
voluntariamente adopte la persona ante el delito. Lo an-
terior es así porque este factor viene después de una 
conjunción copulativa (y), que indica adición o acumu-
lación y no una alternativa o de exclusión (o). Sobre este 
tema, la Corte IDH indicó que el peligro de fuga no puede 
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medirse únicamente a partir de la gravedad de la pena a 
imponer. Algunos factores que la Corte IDH señaló para 
evaluar el riesgo de fuga son el hogar, la ocupación, los 
bienes, lazos familiares y todo tipo de vínculos con el 
país donde la persona está siendo procesada76.

El artículo 169 del CNPP también se refiere al pe-
ligro de obstaculización del desarrollo de la inves-
tigación. Con fundamento en este artículo, el juz-
gado de control valorará la circunstancia de los 
hechos imputados y los elementos que aporte la 
fiscalía para decidir si es probable que la persona 
imputada al recuperar su libertad: 

I. Destruirá, modificará, ocultará o falsificará ele-
mentos de prueba; 

II. Influirá para que coimputados, testigos o peritos 
informen falsamente o se comporten de manera 
reticente o inducirá a otros a realizar tales com-
portamientos, o 

III. Intimidará, amenazará u obstaculizará la labor de los 
servidores públicos que participan en la investigación.

A este respecto, la Corte IDH señaló que el peligro 
de que la persona acusada obstaculice la conduc-
ción de los procedimientos tiene que respaldarse 
por evidencia objetiva. Algunos ejemplos menciona-
dos por la Corte IDH para valorar este fin de la pri-
sión preventiva fueron: el riesgo de presión sobre 
testigos o la pertenencia a una organización criminal 
o una pandilla77.

El artículo 170, por su parte, se refiere al riesgo para la 
víctima u ofendido, testigos o para la comunidad. Para 
determinar la protección que deba proporcionarse a la 
víctima u ofendido, a los testigos o a la comunidad, se 
deberán valorar las circunstancias del hecho y las con-
diciones en las que se encuentran la víctima u ofendi-
do, los testigos y la comunidad para decidir si existe 
riesgo fundado de que cometa un acto se afecte su in-
tegridad personal o ponga en riesgo su vida. 

Se ha cuestionado si este tipo de criterios son legítimos 
ya que parecen estar más asociados a la peligrosidad de 
la persona detenida, su responsabilidad en el proceso o 
la gravedad del delito cometido que a una necesidad de 
cautela78. Estas causales son ambiguas, lo que ocasio-
na que se impongan restricciones que, con el pretexto 
de proteger a las víctimas o la sociedad, parten más de 
consideraciones de prevención del delito o “alarma so-
cial”, que no tiene nada que ver con un peligro para el de-
sarrollo de la investigación o el proceso79. En todo caso, 
lo deseable es que se analicen de manera objetiva y se 
establezca con precisión qué clase de riesgos enfrentan 
estas personas. La protección de víctimas o testigos es 
un fin válido, procesalmente hablando, en tanto estos 
sujetos tienen un fundamental en materia probatoria, 
por ejemplo80. No obstante, esto no necesariamente se 
cumple respecto de la sociedad o comunidad.

Estos criterios no suelen ser suficientes para evitar la 
influencia de sesgos y prejuicios en el análisis81. Estos 
pueden distorsionar la evaluación, afectar la imparcia-
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lidad en la toma de decisiones y por tanto, dar lugar a 
restricciones arbitrarias. 

Dadas las dificultades para predecir una afectación al 
proceso, es común recurrir a razonamientos sesga-
dos, como pueden ser estereotipos de distintos tipos 
(por apariencia, género, nacionalidad, clase, religión, 
entre otros) o criterios asociados a factores externos 
como la presión mediática o política y el temor a posi-
bles sanciones disciplinarias82, entre otros. Asimismo, 
pueden surgir consideraciones de “peligrosidad” que 
se asocian únicamente al delito del cual se acusa a las 
personas, a pesar de que la comisión de dicho delito 
no ha sido probada. O bien, justificar la imposición de 
medidas en una necesidad de aleccionamiento o an-
ticipación de la pena, es decir, para que las personas 
“aprendan” o “inicien su reinserción”, con lo que se 
prejuzga la responsabilidad83.

Muchos de estos sesgos afectan de manera despro-
porcionada a las personas en situación de vulnerabi-

lidad. Es común que se asuma que ciertos “perfiles” 
representan un mayor riesgo procesal, como si dicho 
riesgo fuera una característica o atributo inherente a 
las personas y no el resultado de una evaluación ob-
jetiva de su situación frente al proceso. En otras pala-
bras, se les considera como portadoras de riesgo.

Por ello, al analizar los criterios expuestos es necesario 
basarse en evidencia fáctica, evitar “patrones, este-
reotipos o fórmulas preestablecidas en las que solo se 
verifican ciertas condiciones del acusado”84 y atender 
al riesgo específico.

4.2 Análisis del riesgo y discusión de medidas 
cautelares: momentos clave y desafíos comunes

Según la información recopilada, a nivel federal, los 
agentes de la Fiscalía General de la República (FGR) 
solicitan una medida cautelar en prácticamente to-
dos los casos y esta siempre es la prisión preventi-
va. Conforme a lo analizado en el apartado anterior, 

el debate sobre la imposición de una medida cautelar 
tiene lugar en la etapa inicial del proceso, poco des-
pués de la detención o comparecencia de la persona 
imputada, ya sea tras la formulación de la imputación 
o al momento de su vinculación a proceso. Es en esta 
fase donde, por lo general, deben evaluarse los ries-
gos procesales.

En el contexto nacional, y particularmente en relación 
con los delitos federales, una proporción significativa 
de los delitos con mayor incidencia conllevan la apli-
cación de la prisión preventiva oficiosa. Esto se tradu-
ce en los juzgados de control no permiten realizar el 
proceso de evaluación para decidir qué medida caute-
lar es la adecuada por así ordenarlo la Constitución84. 
En esos casos se suele imponer prisión preventiva sin 
mayor análisis. 

Esto limita en gran medida la posibilidad de llevar a 
cabo una evaluación de riesgos en la etapa inicial del 
proceso a los casos seguidos por delitos que no ameri-
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tan prisión preventiva automática. También es posible 
evaluar el riesgo en casos donde aplica la prisión pre-
ventiva oficiosa, en los que de manera excepcional se 
abre el debate después de que la defensa presenta un 
amparo y solicita la suspensión del acto reclamado o 
cuando los juzgados de control inaplican la prisión pre-
ventiva oficiosa por razones de inconvencionalidad, es 
decir, por ser contraria a tratados internacionales. Lo 
anterior a la luz de las sentencias de la Corte Interameri-
cana de Derechos Humanos mencionadas en el aparta-
do anterior (casos Daniel García Rodríguez y Reyes Alpí-
zar Ortiz y Tzompaxtle Tecpile). Esto último sucede en la 
etapa inicial del proceso pero también posteriormente, 
si se promueve un incidente seguido de un amparo. 

Además, hay otras situaciones que se presentan en el 
proceso penal donde se requiere argumentar respecto 
al riesgo. Cuando se solicita la revocación, sustitución o 
modificación de las medidas cautelares por haber varia-
do objetivamente las razones que justificaron su impo-
sición, también se requiere debatir la medida y, por tan-

to, analizar el riesgo. Adicionalmente, debe analizarse el 
riesgo cuando se solicita el cese de la prisión preventi-
va, ya sea oficiosa o justificada, por haberse excedido 
el plazo máximo de duración de dos años previsto en la 
Constitución y el CNPP (plazo razonable). 

Conforme a lo narrado por las personas entrevistadas 
es frecuente que se soliciten revisiones o modificacio-
nes de medida cautelar, el cese de la prisión preventiva 
por exceso del plazo razonable y también la inaplica-
ción de la prisión preventiva oficiosa. Esto ocurre prin-
cipalmente a iniciativa de las personas defensoras pú-
blicas federales, quienes promueven estas acciones 
en el marco de un proyecto orientado a combatir la pri-
sión preventiva injustificada. Esta labor constituye una 
buena práctica que debería preservarse y fortalecerse.

En el marco de esta estrategia el Instituto Federal de 
Defensoría Pública (IFDP) ha obtenido 756 libertades 
por imposición de una medida cautelar distinta a la pri-
sión preventiva oficiosa o justificada, y 2,433 liberta-

des durante la investigación ministerial. Además, ha 
impulsado en todas sus delegaciones la identificación 
de casos y la presentación de solicitudes para el cese 
de la prisión preventiva y solicitudes de inaplicación 
por inconvencionalidad. Como resultado, entre 2023 
y 2024, el IFDP logró la obtención de 736 libertades 
mediante la revocación de la prisión preventiva, ya sea 
oficiosa o justificada, a través de solicitudes de revi-
sión de medidas cautelares en procesos llevados bajo 
el sistema penal acusatorio85.

No obstante, como se advirtió en las entrevistas 
realizadas, este aun no es un desenlace generaliza-
do, ya que persisten obstáculos en la autorización 
de libertades, como consecuencia de resistencias 
persistentes en la práctica del sistema de justicia 
penal federal. 

Otro de los hallazgos de la investigación es que en 
la inmensa mayoría de los casos se impone una me-
dida cautelar. Casi todos los actores del sistema de 
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justicia interpretan las normas correspondientes de 
tal manera que parece obligatorio dictar una medi-
da, incluso en ausencia de cualquier riesgo que jus-
tifique su aplicación. Este sesgo llega al extremo de 
justificar la prisión preventiva en el hecho de que es 
más fácil ubicar a la persona procesada para notifi-
carle las actuaciones procesales cuando está dete-
nida. Son escasos los asuntos en los que no se im-
pone una medida cautelar. Lamentablemente, es la 
prisión preventiva la medida que continúa aplicán-
dose en un porcentaje elevado de los casos, lo que 
obedece, como ya se señaló, a la prisión preventiva 
oficiosa, pero la justificada. 

Existen algunos casos en los que se imponen medidas 
distintas a la prisión preventiva, ya sea porque des-
de un inicio de considera que no se acredita un ries-
go, porque se revisó la medida o se decretó el cese de 
la prisión preventiva. Aunque no son la mayoría, estos 
casos existen y provienen de juzgados liderados por 
personas juzgadoras con enfoques garantistas.

No obstante, el tipo de medidas alternativas a la prisión que 
se imponen es limitado a causa de una evaluación de ries-
gos deficiente, pero también de otras causas. Las medidas 
cautelares alternativas a la prisión preventiva más adopta-
das son las garantías económicas y la presentación perió-
dica ante el juzgado. El resguardo domiciliario se impone en 
menor medida. Sin embargo, la implementación de estas 
presenta retos, especialmente para personas de escasos 
recursos. Es común que no puedan pagar las garantías o no 
tengan cómo sufragar los gastos para trasladarse periódi-
camente al juzgado a firmar especialmente cuando reco-
rren distancias considerables. El uso de brazaletes también 
tiene estas limitaciones porque son las personas imputadas 
quienes tienen que cubrir su costo, que no es menor. 

En ocasiones, aunque se desee ordenar que las personas 
se internen en algún establecimiento (médico, psiquiátri-
co o de tratamiento de adicciones), esto no es posible 
porque no siempre son recibidas, a causa de la inexisten-
cia de convenios o instrumentos similares. De este modo, 
la falta de políticas públicas y de infraestructura estatal 

que favorezca optar por medidas cautelares en libertad 
y la incapacidad estatal para ponerlas en marcha termina 
trasladándose y afectando a las personas acusadas pues 
se les impone la prisión preventiva.

En el grueso de los casos en los que se solicita revisar, 
sustituir o cesar la prisión preventiva, la fiscalía sue-
le oponerse con el objetivo de evitar la liberación de las 
personas detenidas, y en muchos casos lo consigue. Un 
ejemplo de ello es que, entre 2023 y 2024, solo 264 de las 
730 solicitudes de cese de prisión preventiva en asuntos 
tramitados bajo el sistema inquisitivo mixto fueron re-
sueltas favorablemente, lo que equivale al 36.16%. 

En particular, frente a las peticiones de cese, la fiscalía 
argumenta que la prolongación del encarcelamiento se 
debe a prácticas “dilatorias” de la defensa. Esto, incluso 
cuando los recursos promovidos por la defensa buscan 
documentar violaciones de derechos humanos atribui-
bles a la propia fiscalía o a la policía bajo su mando. En 
otras ocasiones, esta institución también pretende que 
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se abra un debate como si se tratara de una revisión de 
medida cautelar por cambio de condiciones objetivas, 
cuando lo que debe discutirse realmente es la razonabi-
lidad del plazo y la actividad procesal de las partes. 

La interposición de medios de impugnación no debe 
considerarse una práctica orientada a entorpecer el 
proceso penal, sino una actuación legítima y ordinaria 
que forma parte del ejercicio del derecho de defensa. 
La SCJN ha sostenido que, para valorar la razonabilidad 
del plazo de la prisión preventiva, debe atenderse al gra-
do de diligencia mostrado por las autoridades en la con-
ducción del proceso, así como a las posibles dilaciones 
excesivas en sus distintas etapas87, que son atribuibles 
al actuar de la propia fiscalía y no a la defensa.

En estos casos, la fiscalía también interpreta que al 
cesar la prisión preventiva oficiosa procede imponer 
de forma mecánica la justificada. En este marco, las 
fiscalías alegan la existencia de riesgos o peligros que 
pueden ser útiles para evaluar si se requiere o no im-

poner otra medida cautelar pero suelen conducir real-
mente a extender indebidamente el encarcelamiento. 

En cambio, los incidentes de inconvencionalidad presen-
tados entre 2023 y 2024 tuvieron un mayor nivel de éxito: 
541 de 1,074 obtuvieron una respuesta favorable (50.37%). 
Esto indica que más de la mitad de los juzgados de control 
federales ya no aplicaban la prisión preventiva oficiosa, al 
menos para ciertos delitos que no son considerados “gra-
ves”, conforme indicaron algunas personas entrevista-
das, porque en delitos como el secuestro o la delincuen-
cia organizada, sigue aplicándose de forma automática. 

No obstante, la proporción de inaplicaciones de la preven-
tiva oficiosa ha comenzado a disminuir drásticamente a 
raíz de las reformas legales de 2024 que impiden la inapli-
cación de la prisión preventiva oficiosa, lo cual restringirá 
aún más las posibilidades de obtener la libertad. Esto se ha 
agravado con las presiones generadas por la reforma judi-
cial aprobada en septiembre de 2024. Igualmente, a cau-
sa de los constantes señalamientos públicos por parte de 

las altas autoridades del poder ejecutivo hacia jueces acu-
sándolos de dejar en libertad a personas acusadas, –de-
lincuentes como les llaman despectivamente–. Ello gene-
ra presión política e incentivos negativos para dejar a más 
personas en prisión y evitarse problemas. 

En este contexto, muchas personas juzgadoras enfren-
tan presiones para adoptar un enfoque más punitivo, 
ante el temor de represalias o de ser exhibidas públi-
camente por decisiones que podrían percibirse como 
indulgentes frente a la criminalidad. Este ambiente de 
presión afecta la independencia judicial y pone en ries-
go los derechos humanos de las personas acusadas. 

4.3 La evaluación de riesgos realizada por la Uni-
dad de Seguimiento y Supervisión de Medidas 
Cautelares y Suspensión Condicional del Proce-
so de la Guardia Nacional

La evaluación de riesgos es una herramienta funda-
mental para la racionalización de las decisiones so-
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bre medidas cautelares. Además de los problemas 
relativos a la definición de los criterios de riesgo, y la 
posible incidencias de sesgos y prejuicios, este pro-
ceso se ve afectado por la falta de información con-
fiable para evaluar la necesidad de cautela88. Contar 
con información de calidad, objetiva y verificada es 
fundamental para que las y los jueces puedan adop-
tar mejores decisiones. No obstante, no es infre-
cuente que los datos que se ofrecen en las audien-
cias sean limitados89.

El tiempo con que se cuenta para decidir sobre las me-
didas cautelares es breve y en consecuencia, también el 
que tienen la fiscalía y la defensa para recopilar la infor-
mación que ofrecerán en la audiencia. Esto implica retos 
si no se cuenta con técnicas sólidas para hacerlo90, lo que 
es aún más complejo cuando dichas instancias cuentan 
con cargas elevadas de trabajo, como sucede en México.

Para mitigar estos problemas, en diversos países se 
han desarrollado metodologías e instrumentos espe-

cíficos para la evaluación de riesgos. Incluso, en al-
gunos casos, se han creado instancias especializa-
das encargadas de llevar a cabo dichas evaluaciones, 
como las Unidades de Medidas Cautelares (UMECAS) 
o los Servicios Previos al Juicio (SPJ).91. 

Implementar políticas orientadas a la gestión de las 
medidas cautelares, como las señaladas, es fun-
damental para disminuir el uso indiscriminado de la 
prisión preventiva92. Permiten la imposición infor-
mada de medidas cautelares y mejoran las decisio-
nes judiciales al facilitar que se tomen “con base 
en circunstancias fácticas que tienen asiento en la 
realidad”93. Asimismo, aportan información con-
fiable al debate, que recaba, verifica, sistematiza 
y analiza, bajo metodologías particulares, para en-
tregarla a las partes a efecto de que la utilicen en el 
debate94. Al establecer una instancia especializa-
da, también es posible contar con mayor capacidad 
de evaluar los riesgos y más información, sin oca-
sionar cargas adicionales a las partes95. 

Estas instancias, siempre que tengan un compro-
miso serio con la presunción de inocencia, pro-
mueven el uso de medidas menos restrictivas, de 
acuerdo con las características particulares de las 
personas. Por tanto, contribuyen, por ejemplo, a 
evitar que quienes carecen de recursos terminen 
forzosamente en prisión preventiva, por no poder 
pagar garantías o erogar otros gastos causados por 
otras medidas96. Para tal fin, realizan perfiles de las 
personas imputadas, considerando su entorno so-
cioeconómico, antecedentes procesales y com-
portamiento, para determinar si su libertad repre-
senta algún riesgo cautelar97. 

Es esencial que estas unidades cumplan con cier-
tas características que prevengan los problemas 
previamente analizados, ya que su mera existen-
cia no basta para resolverlos. Conforme a las bue-
nas prácticas, estas unidades deben ser neutrales 
durante el proceso, por lo que deben ser indepen-
dientes de la fiscalía y la defensa, aunque también 
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se recomienda que no sean un ente policial, porque 
podrían existir problemas de confianza y mal uso 
de la información98. También requieren contar con 
metodologías adecuadas e instrumentos estanda-
rizados, para que el proceso de evaluación sea rá-
pido, sencillo, pero además neutral y sin sesgos. 

Finalmente, una buena práctica es que estas uni-
dades cuenten con una unidad de supervisión, 
porque la evaluación debe vincularse a un plan de 
supervisión, que facilitara que no se incurra en in-
cumplimientos99. Con ello, se gana mayor confian-
za de todos los operadores del sistema y es po-
sible reducir paulatinamente el uso de la prisión 
preventiva.

Como se analizó en el apartado tercero, conforme al 
CNPP, la evaluación y supervisión de medidas cau-
telares distintas a la prisión preventiva correspon-
de a la “autoridad de supervisión de medidas cau-
telares y de la suspensión condicional del proceso”, 

que se regirá por los principios de neutralidad, ob-
jetividad, imparcialidad y confidencialidad100. Esta 
autoridad tendrá por objeto realizar la evaluación 
de riesgo de la persona imputada101, que se podrá 
tomar en consideración para determinar la idonei-
dad y proporcionalidad de las medidas102. 

A nivel federal, esta función es llevada a cabo por 
Unidad de Seguimiento y Supervisión de Medidas 
Cautelares y Suspensión Condicional del Proce-
so de la Guardia Nacional, que elabora un análisis 
de riesgo. En la primera parte de esta sección se 
examina el diseño y las limitaciones de esta unidad 
especializada, con base en entrevistas con actores 
clave y el análisis de fuentes documentales, aunque 
estas últimas son realmente escasas. En la segun-
da, se presentan los resultados obtenidos a partir 
de la revisión de dictámenes de evaluación de ries-
go, con el objetivo de identificar las debilidades y 
posibles mejoras en la aplicación del instrumento 
de evaluación. 

4.3.1. La Unidad de Seguimiento y Supervisión de Medidas Caute-
lares y Suspensión Condicional del Proceso de la Guardia Nacional

La Unidad de Seguimiento y Supervisión de Medidas 
Cautelares y Suspensión Condicional del Proceso —en 
adelante, unidad evaluadora federal— fue creada el 19 
de julio de 2017 como órgano de apoyo del Comisionado 
General de la entonces Policía Federal103. Con la crea-
ción de la Guardia Nacional en 2019, esta absorbió las 
funciones de dicha corporación, incluidas las de evalua-
ción y supervisión de medidas cautelares que en 2020 
fueron asignadas a la Dirección General de Seguridad 
Procesal de la Guardia Nacional104. 

En 2024, durante el desarrollo de esta investiga-
ción, la Guardia Nacional fue formalmente incor-
porada a la Secretaría de la Defensa Nacional (SE-
DENA), consolidándose como una institución de 
carácter militar105. Si bien se presume que las fun-
ciones de evaluación y supervisión fueron transfe-
ridas a dicha Secretaría, esto no ha podido confir-
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marse oficialmente, ya que no se ha hecho pública 
información al respecto.

Como señaló en una entrevista Javier Carrasco, que 
desde la organización que dirige: el Instituto de Jus-
ticia Procesal Penal, A.C., ha monitoreado el funcio-
namiento de las UMECAS en México, prácticamen-
te desde el inicio de su operación, es poco lo que se 
sabe sobre esta unidad porque no existen datos pú-
blicos, ni estadísticos sobre sus tareas, desempeño o 
funcionamiento.

Desde su creación, esta unidad presentó un diseño 
problemático al establecerse como una instancia de 
carácter policial, lo cual, como se ha mencionado, no 
siempre resulta compatible con la naturaleza de la 
evaluación de riesgos y la supervisión. El papel tra-
dicional de la policía, centrado en el control social y 
la función punitiva, puede generar sesgos que com-
prometan los principios de neutralidad, objetividad e 
imparcialidad106. 

Además, considerando que la Guardia Nacional participa 
frecuentemente en detenciones relacionadas con delitos 
federales, resulta poco probable que, desde esa misma 
instancia, se impulsen medidas alternativas a la prisión 
preventiva. También pueden surgir conflictos de interés 
en el manejo de la información, así como riesgos para su 
confidencialidad, entre otros problemas107. 

Se destaca que esta situación se volvería aún más com-
pleja si, como se presume, estas funciones quedarán bajo 
la responsabilidad de la SEDENA. Independientemente 
del área que las asuma, es evidente que su ubicación ins-
titucional no es la más adecuada para garantizar un mo-
delo eficaz y neutral de evaluación de riesgos.

4.3.2. Análisis de los dictámenes de evaluación de riesgo elaborados 
por la Unidad de Seguimiento y Supervisión de Medidas Cautelares y 
Suspensión Condicional del Proceso de la Guardia Nacional

Para la investigación se analizaron 40 dictámenes 
emitidos por la unidad especializada en evaluación 

de riesgos y supervisión de medidas cautelares de 
la Guardia Nacional entre 2023 (16 dictámenes) y 
2024 (24 dictámenes) respecto de personas pri-
vadas de la libertad en diversos centros de reclu-
sión del país. Aunque se obtuvo un mayor número 
de dictámenes, se determinó analizar tal número en 
vista de que se llegó a la saturación de respuestas. 
Es decir, el análisis de un número mayor no arrojó 
datos diferentes a los ya obtenidos. 

Los dictámenes obtenidos estaban censurados, es 
decir, no contaban con información personal identi-
ficable sobre las personas acusadas o las víctimas, ni 
detalles específicos de los casos. Esto impidió cono-
cer muchos datos sociodemográficos sobre las per-
sonas acusadas. Sin embargo, fue posible inferir, al 
menos su sexo, al analizar el lenguaje utilizado para 
referirse a las y los acusados o al centro de detención. 
La mayoría de estos dictámenes (34) correspondie-
ron a hombres y solo (6) se refieren a casos que invo-
lucran mujeres (6). 
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Esta sección del informe se divide en tres partes. La 
primera se refiere al instrumento de análisis construi-
do, a partir de las hipótesis de investigación. La se-
gunda desglosa los resultados obtenidos sobre este 
instrumento. Finalmente, la tercera parte desagrega 
los datos de las mujeres. 

a) Variables a examinar

Los informes o dictámenes de evaluación de riesgo 
emitidos por la Guardia Nacional son documentos en 
los que esta autoridad determina un nivel de riesgo 
(bajo, medio o alto) asociado a la posibilidad de que 
una persona no cumpla con medidas alternativas a la 
prisión preventiva, que actualicen, por tanto, una ne-
cesidad de cautela. 

Asignar esta categorización no cumple con lo que 
se espera de una evaluación de riesgo, dado que no 
aporta información útil para la toma de decisiones, ni 
permite identificar qué medidas atenderían a los dis-

tintos riesgos cautelares108. Incluso, puede influir en 
que ante riesgos medios o altos, se decida imponer la 
prisión preventiva. 

Este nivel de riesgo se asigna tras analizar, a su vez, si 
se presentan “factores de riesgo” que impliquen peli-
gro de sustracción, peligro de obstaculización del de-
sarrollo de la investigación o el peligro hacia las vícti-
mas, testigos o la comunidad conforme a lo previsto 
por los artículos 168, 169 y 170 del CNPP o bien, si exis-
ten “factores de estabilidad”, que indicarían que no se 
verifican estos peligros. 

El dictamen recupera la normativa a la que ya se ha 
hecho mención en este informe y desglosa sus ele-
mentos. No contiene una propuesta de medida cau-
telar, sino que solo indica las posibilidades de cumpli-
miento o incumplimiento de una medida distinta a la 
prisión preventiva. Pese a ello es probable que cuan-
do se establecen niveles elevados de riesgo, esto 
influya de cierta manera en la elección de la medida 

cautelar. El instrumento tampoco incluye elementos 
referentes a la supervisión.

El dictamen parte de una entrevista realizada a la per-
sona privada de la libertad sobre distintos aspectos de 
su vida (datos generales, residencia, ámbito laboral, 
escolaridad, consumo de sustancias, dependientes 
económicos, vínculos con la comunidad, entre otros), 
así como los relativos a los hechos de que se le acusan 
(forma de detención, comportamiento, testigos, vícti-
mas, etc.). El dictamen formula una valoración a partir 
de lo afirmado por la persona acusada y la información 
adicional que recupera la Guardia Nacional: entrevistas 
a familiares o personas allegadas, documentos oficia-
les o actos de investigación de la propia Guardia Na-
cional, que consisten principalmente en consultas a 
“mecanismos de intercambio de información”, plata-
formas o registros oficiales y expedientes judiciales. 

Entre los analizados se encontraron dos tipos de 
dictámenes y algunas variantes más entre ellos. 
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Los dictámenes de 2023 desagregan los factores 
generales de riesgo (datos, domicilio, trabajo, es-
colaridad, etc.), mientras que la mayoría de los emi-
tidos en 2024 omiten este desglose y solo se refie-
ren a los factores de riesgo y estabilidad conforme 
a la normatividad. Esta diferencia entre los dictá-
menes es relevante dado que en los más actuales 
no es posible identificar de manera precisa dónde 
existen coincidencias y diferencias entre lo afirma-
do por la persona acusada y la información que re-
unió la Guardia Nacional. Esto disminuye la posibi-
lidad de valorar adecuadamente las conclusiones 
del dictamen y abre espacios de discrecionalidad a 
esa autoridad. 

En razón de ello las variables analizadas fueron las 
siguientes:

• Fuentes de información: identifica la fuente pre-
dominante de información que sirve para verificar 
la entrevista con la persona acusada;

• Presencia de estereotipos: indica si en el dictamen 
se utilizaron estereotipos para valorar el riesgo;

• Recurrencia al delito o la pena: indica si el dicta-
men utiliza la gravedad del delito o la pena como 
factor de riesgo;

• Factores de estabilidad: indica si existen factores que 
contribuyen a la estabilidad de la persona acusada, 
que facilitaría que cumpla la medida cautelar en liber-
tad (por ejemplo, arraigo familiar, laboral, etc.);

• Consistencia del nivel riesgo: evalúa si el nivel de 
riesgo asignado (“bajo”, “medio” o “alto”) es con-
sistente con la información obtenida.

b) Resultados del análisis

Los resultados que se presentan a continuación iden-
tifican tendencias de los dictámenes. Aunque se iden-
tifican los números de dictámenes específicos, la 

intención de este informe es poner énfasis en las ten-
dencias observadas. 

• Fuentes de información

Dada la diferencia entre los dictámenes de 2023 y 
2024 no es posible hacer una valoración específica 
por fuente de información respecto de su coinciden-
cia (entrevista a persona acusada vs otras fuentes). 
No obstante, sí es posible hacer un análisis general 
de los resultados. 

La fuente principal en la primera parte de los dictá-
menes, que se relaciona con los datos generales de la 
persona acusada, su lugar de residencia, empleo, es-
colaridad, es la entrevista con un familiar o una perso-
na allegada. Esta información suele completarse con 
documentos oficiales, como actas de nacimiento y 
certificados, entre otros. Uno de los problemas que 
se deriva de tener como fuente la entrevista es que 
no todas las personas acusadas cuentan con familia-



34

res o personas cercanas. Ese hecho disminuye ex ante 
las posibilidades de que se cuente con una evaluación 
favorable y, por tanto, de que se tengan mayores ele-
mentos para obtener una medida cautelar diversa a la 
prisión preventiva. 

En otros casos, aun cuando se cuenta con esta entre-
vista, la persona allegada no cuenta con suficiente in-
formación, lo que también incide en las determinacio-
nes del dictamen. En casos extremos esta información 
suele completarse con los dictámenes criminológicos 
realizados por los propios centros de reclusión. 

Por su parte, la información relativa a los hechos que 
se acusan, las condiciones de la detención, la existen-
cia de testigos y la presencia de las víctimas se obtiene 
únicamente de fuentes oficiales. Casi en todos los ca-
sos se trata de la información que proporcionaron las 
autoridades que llevaron a cabo la detención o con la 
que cuenta el centro de reclusión o bien, aquella que 
proviene de los expedientes judiciales. 

En casos aislados la Guardia Nacional llevó a cabo acti-
vidades directas de investigación o verificación, como la 
visita al centro laboral o la residencia de la persona acu-
sada. De la revisión de los dictámenes no se evidencian 
las razones por las que dicha autoridad decidió practicar 
estas actividades solo en algunos casos y no en otros, 
especialmente en aquellos donde no cuenta con otra in-
formación para verificar lo sostenido por la persona acu-
sada en su entrevista. 

A pesar de estas inconsistencias, la tendencia general de 
la variable analizada es que sí existe coincidencia (32 dic-
támenes) entre lo afirmado por la persona acusada con la 
información obtenida por otras fuentes. La falta de coin-
cidencia (8 dictámenes) se suele deber a la ausencia de 
información o a una valoración parcial de ella. 

• Presencia de estereotipos

La presencia de estereotipos en los dictámenes es re-
currente, aunque no generalizada. El 43% de los dic-

támenes (17) recurre a los estereotipos para valorar el 
riesgo de la persona, mientras que el 58% (23) de ellos 
no presenta el uso de estereotipos. 

Los estereotipos que más se utilizan para justificar un ma-
yor riesgo son los relacionados con la situación socioeco-
nómica de la persona acusada, como su nivel educativo, 
el empleo o la vivienda y suelen vincularse casi en todos 
estos casos con un mayor riesgo de fuga. Por ejemplo, 
se considera que una persona con menor nivel educativo 
tiene un mayor riesgo de fuga. Igualmente, no contar con 
vivienda propia o el haber cambiado recientemente de re-
sidencia se considera factor de riesgo. En un caso el esta-
do de salud de la persona se estimó como riesgoso pues 
su enfermedad puede llevarlo a la fuga. Lo mismo sucede 
con el empleo, cuando las personas cuentan con empleos 
no formales se estima que hay mayor riesgo de fuga. 

Estos estereotipos dan muestra de una especie de san-
ción implícita a la pobreza, en la medida que las perso-
nas más desaventajadas no suelen contar con vivienda 
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propia, suelen tener menor acceso a la educación y tie-
nen precariedad laboral (casi siempre trabajos informa-
les). Esto lleva a que sea la pobreza lo que termine casti-
gándose antes que las condiciones específicas de riesgo 
para comparecer al juicio o para las víctimas y testigos.

Adicionalmente, en un caso se presentó un estereo-
tipo en razón de género derivado de que la perso-
na acusada no tenía dependientes económicos. En 
este caso se asume que al no tener dependientes 
es más factible el riesgo de fuga lo que impone un 
orden social de género de reproducción, aún hacia 
los hombres. En sentido contrario, aunque no hay 
un estereotipo explícito que afecte la valoración de 
riesgo en sentido negativo, sí se considera que el te-
ner hijos es un factor de estabilidad, ello aunado al 
interés superior de la niñez. 

De acuerdo con lo anterior, es que existe una tenden-
cia parcialmente positiva respecto del uso de estereo-
tipos socioeconómicos para decidir sobre el riesgo de 

la persona. Se trata de una tentación presente en los 
evaluadores de la Guardia Nacional que no siempre se 
encuentra, pero que en algunos casos se enfatiza. 

En otro caso se consideró la existencia de un proceso 
anterior como un riesgo específico pero no se aclaró 
si la persona fue sentenciada o si intentó fugarse en 
ese proceso. En ese sentido, se está frente a una es-
pecie de sanción trascendente que afecta sus condi-
ciones para el caso concreto analizado. No se soslaya 
que este problema deriva de la regulación legal sobre 
medidas cautelares. 

• Recurrencia al delito o la pena

La mayoría de los dictámenes recurre a la gravedad 
del delito o a la posible pena como un factor de riesgo 
determinante. El segundo factor sí está previsto en la 
legislación, sin embargo, el primero no. Aun así, es fre-
cuente que se use para justificar un riesgo que deriva 
en la imposición de medidas cautelares.

En el 68% (27) de los dictámenes se establece que por la 
naturaleza del delito o por la alta penalidad que pudiera 
llegar a imponerse existe un riesgo de fuga de la persona 
acusada. Esto es especialmente cierto en delitos que se 
consideran graves como el secuestro, la trata de perso-
nas o el narcotráfico. Prácticamente en todos los casos 
de secuestro se considera de tal gravedad que por el solo 
delito imputado se considera la existencia del riesgo. 

La posible penalidad impuesta se considera también 
un factor que puede promover el riesgo de fuga. Aquí 
los dictámenes suelen considerar los máximos de la 
pena que podría llegar a imponerse, incluso cuando no 
hay otros factores de riesgo que lo respalden. Es decir, 
se abstrae la posible alta pena impuesta y se excluyen 
otros aspectos de la vida de las personas. 

Tanto la consideración del delito por el que se acusa 
como la posible alta pena que se imponga afectan la 
presunción de inocencia de la persona acusada. El dic-
tamen parte de una especie de presunción de culpabi-
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lidad y, por tanto, considera estos dos aspectos como 
dados para efectos del riesgo. 

En algunos casos, para justificar el nivel de riesgo, se 
acude a la calificación del riesgo para las víctimas o la co-
munidad. Sin embargo, esto se hace nuevamente usan-
do solo el delito imputado, a partir del cual se infiere que 
existen personas en riesgo, sin que este fundado en in-
formación objetiva. Por ejemplo, en algunos casos de se-
cuestro se establece que las víctimas de dicho delito con 
frecuencia enfrentan amenazas o represalias, sin que si-
quiera se individualice a las víctimas del caso o se señalen 
las circunstancias que permiten determinar que existen 
fundados. Al menos en un caso seguido por delito con-
tra la salud (narcotráfico), se establece que existe riesgo 
para la comunidad a causa del tráfico de sustancias. 

En este sentido, se encontró una fuerte tendencia a 
utilizar el tipo de delito y la pena asociada como fac-
tores determinantes del nivel de riesgo. Estos casos 
suelen clasificarse como de riesgo medio o alto, sin 

que otros factores de estabilidad personal o social lo-
gren equilibrar dicha valoración. Esta práctica podría 
influir significativamente en una mayor probabilidad 
de imponer prisión preventiva oficiosa, aunque este 
vínculo requiere un análisis más profundo en investi-
gaciones futuras.

• Factores de estabilidad

En la mayoría de los dictámenes existen algunos fac-
tores de estabilidad que permitirían la comparecencia 
de la persona al juicio de imponerse una medida caute-
lar diversa a la prisión preventiva.

10%

18%

73%

Existencia de fectores de estabilidad

Hay parcialmente

No hay

Hay
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A pesar de ello, estos factores de estabilidad no suelen 
ser considerados por las autoridades dictaminadoras. 
Aunque se logre identificar el arraigo familiar y labo-
ral de las personas estos aspectos tienden a tener un 
peso menor en la valoración final del dictamen. 

Es en este factor donde se encuentra una mayor sub-
jetividad. El dictamen no permite adoptar una decisión 
objetiva respecto a qué significa no contar con casa 
propia, que el domicilio haya sido rentado hace poco 
tiempo, que la persona cuente con un trabajo formal o 
informal, que cuente o no con un nivel de escolaridad 
básico o avanzado. Una misma situación puede ser 
considerada en un caso como un factor de estabilidad 
y en otro no considerarse siquiera. 

Tampoco logra identificarse qué impacto tiene en la 
valoración el que existan algunos factores de estabi-
lidad y cómo juegan a la luz de los factores de riesgo, 
es decir, si se busca alguna especie de contrapeso 
respecto de estos últimos factores. Esto es todavía 

más importante si se considera que el factor de ries-
go más presente es el delito y la pena, como ya se se-
ñaló anteriormente. 

Existe también una tendencia amplia a identificar la 
existencia de algunos factores de estabilidad, sin em-
bargo, éstos no juegan un rol predominante en la ma-
yoría de los dictámenes. En parte esto se debe a que 
se les asigna un peso subjetivo y a que su propia deter-
minación como factor de estabilidad también depen-
de de la persona que realice el dictamen. 

• Consistencia del nivel de riesgo

La mayoría de los dictámenes asigna un nivel de riesgo 
medio (26 dictámenes), mientras que los niveles bajo y 
alto se asignan, cada uno, a 7 casos:

El nivel de riesgo medio tiene relación con la valoración 
del delito y la pena. En ese sentido, se observa que en 
la mayoría de los dictámenes donde se consideraron 
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tales elementos se asignó un riesgo medio. La diferen-
cia para el riesgo alto, por tanto, tiene que ver con que 
el delito cometido sea secuestro o trata de personas. 
Tratándose de esos delitos el nivel de riesgo se valo-
ra directamente como alto. Por su parte, en cuatro de 
siete dictámenes con riesgo bajo no se recurre al delito 
o la pena como factor de riesgo. De nueva cuenta, deja 
en claro la importancia de este factor para la determi-
nación final del riesgo. 

Los factores de estabilidad no parecen tener una in-
cidencia clara en la determinación del nivel de riesgo. 
Solo en dos de los siete casos donde se asignó un ni-
vel de riesgo alto no existen factores de estabilidad, 
en todos los demás existen parcialmente. Incluso en 
uno de los casos se identifica la existencia de factores 
de estabilidad y aun así se asigna el nivel alto. Por su 
parte, en cuatro de los siete casos donde se asignó un 
nivel bajo de riesgo se encontró que existían parcial-
mente los factores de estabilidad y tan solo en tres se 
consideraron suficientes. 

Sin embargo, es de llamar la atención que tan solo en dos 
de los siete casos de riesgo alto hay consistencia entre la 
información analizada en el dictamen y el nivel de riesgo 
asignado. En varios casos se observa que el nivel de ries-
go no es consistente con la información proporcionada, 
especialmente cuando se recurre a estereotipos o a la 
gravedad del delito. En cambio, en seis de los siete casos 
de riesgo bajo hay consistencia entre la información que 
proporciona el dictamen y el nivel asignado. 

En general el nivel de riesgo no se justifica. Para dos si-
tuaciones similares se puede asignar un riesgo “medio” 
o “alto”, sin considerar factores como el arraigo fami-
liar o laboral, a pesar de ser identificados por el propio 
dictamen como factores de estabilidad. Por tanto, se 
considera que no existe una metodología consistente y 
que en gran medida las evaluaciones son producto de la 
subjetividad y de distintos sesgos. En la mayoría de los 
dictámenes de riesgo alto se identifican algunos fac-
tores que pueden ser claves para entender las razones 
de tal valoración, como el que la persona acusada sea 

servidora pública, que consuma drogas, que haga parte 
de una pandilla o que tenga otros procesos abiertos. De 
cualquier manera, estos factores no son analizados de 
manera consistente entre los distintos dictámenes. 

La tendencia general es que el riesgo se asigna a par-
tir del delito de que se acusa o la pena que probable-
mente se imponga. La diferencia fundamental con el 
riesgo alto está relacionada con el delito específico, 
en particular el secuestro u otros delitos con violencia, 
así como su relación con algún otro factor considerado 
negativo por la persona dictaminadora. 

La ausencia de factores de estabilidad no siempre im-
plica un riesgo alto. De los 7 casos clasificados como 
de alto riesgo, solo en 2 se identificó la falta de facto-
res de estabilidad.

Algunos de los dictámenes correspondían a proce-
sos de revisión o modificación de las medidas cau-
telares. En esos casos los parámetros utilizados 
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son idénticos a aquellos que se usan en el dictado 
inicial de la medida cautelar. Esto es problemático 
porque cuando se trata de revisión o modificación 
de medidas cautelares las personas ya llevan cierto 
número de años en prisión. Dicha situación provoca 
que las personas no tengan arraigo familiar, comu-
nitario o laboral.  

•  Dictámenes en casos de mujeres

Entre los dictámenes analizados solo hay seis que se 
refieren a mujeres, esto es, el 15% del total. En dos de 
ellos se asignó un nivel de riesgo bajo y en cuatro un ni-
vel de riesgo medio. En general, los dictámenes de las 
mujeres siguen las mismas tendencias ya observadas.

Resalta un dictamen donde la autoridad justifica sus 
decisiones, realiza investigación y busca establecer 
el bajo riesgo que presenta la mujer acusada. Se tra-
ta de un dictamen distinto del resto que muestra a 
una Guardia Nacional pro activa en la búsqueda de 

factores de estabilidad, donde no se considera al 
delito como elemento de riesgo y donde logra justi-
ficar su valoración. 

En el resto se encuentran las mismas inconsistencias 
de valoración, el uso de estereotipos y del delito o pena 
como factores de riesgo. No se cuenta con elementos 
para distinguir alguna incidencia particular en razón de 
género a partir de los dictámenes examinados. 

4.4 Otras prácticas y criterios utilizados para ar-
gumentar los riesgos 

Uno de los principales hallazgos de la investigación es 
que los análisis de riesgo que lleva a cabo la Unidad de 
Seguimiento y Supervisión de Medidas Cautelares y 
Suspensión Condicional del Proceso de la Guardia Na-
cional se utilizan de manera ocasional, según las fuen-
tes consultadas durante la investigación. Su aplicación 
es tan limitada que incluso hay jueces que desconocen 
la existencia del instrumento.

Lo anterior posiblemente se debe a que, conforme al 
artículo 156 del CNPP, no es obligatorio tomar en cuen-
ta esta evaluación. Sin embargo, también pueden in-
fluir otras cuestiones, como las capacidades de la 
Unidad para elaborar análisis o las deficiencias del ins-
trumento, expuestas en el apartado anterior. 

El dictamen señalado no se emite de manera oficiosa, 
por lo que, si no es solicitado por alguna de las partes, 
simplemente no se elabora. En esos casos, son las pro-
pias partes quienes se encargan de reunir la informa-
ción por su cuenta. Esto da lugar a una variedad de pro-
cesos y metodologías para recopilar datos, argumentar 
sobre la necesidad de medidas cautelares y evaluar los 
riesgos. Con frecuencia, estos esfuerzos se reducen a 
señalar la presencia de uno o varios factores de riesgo 
por parte de la fiscalía, que solicita sistemáticamente la 
prisión preventiva, sin un análisis más profundo.

Según las personas entrevistadas, la fiscalía no sue-
le justificar adecuadamente la necesidad y propor-
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cionalidad de la prisión preventiva, ya sea porque sus 
argumentos no se ajustan a los parámetros legales o 
resultan insuficientes. Predominantemente, recurre a 
criterios como la pena máxima aplicable o, incluso, a 
factores no contemplados en la legislación, como la 
gravedad del delito o los antecedentes de la persona 
imputada para sustentar riesgos no debidamente fun-
dados hacia las víctimas o la sociedad. Asimismo, es 
común que invoque la falta de arraigo laboral, familiar 
o comunitario como indicio de riesgo de fuga. Sin em-
bargo, esta información, por sí sola, resulta insuficien-
te para acreditar un riesgo procesal, incluso cuando 
este pudiera existir.

Esta práctica generalizada, que no existe solo en las 
agencias del Ministerio Público, sino también en otros 
actores del sistema de justicia, es inadecuada. Los 
riesgos no dependen de los antecedentes o del delito 
que se investiga, sino “de las circunstancias del entor-
no social, económico, educativo y laboral de la persona 
imputada”, de los que realmente depende su posterior 

comparecencia o que pueden generar posibles afec-
taciones a la investigación o daños a las víctimas109.

El máximo de la pena es la causal de riesgo que se ale-
ga con mayor frecuencia porque no requiere pruebas. 
Es suficiente con indicar los posibles años de cárcel 
que podrían imponerse a la persona con base en la 
legislación sustantiva, para que resulte privada de li-
bertad. Sin embargo, de acuerdo con el CNPP el máxi-
mo de la pena debe evaluarse en conjunto con la acti-
tud que voluntariamente adopte la persona imputada 
frente al proceso pero no suele aportarse información 
al respecto, salvo cuando existe resistencia; es decir, 
solo cuando le afecta a la persona.

En el marco de este proceso se presenta información 
escasa y parcial. Por ejemplo, para justificar que las per-
sonas no tienen arraigo, en ocasiones se presentan úni-
camente informes de visitas domiciliarias efectuadas 
por la policía de investigación en los que se señala que 
no se localizó a la persona. A partir de ello se concluye 

entonces que la persona mintió respecto a su domicilio 
para que se presuma el riesgo de fuga. La policía no sue-
le indicar si intentaron localizar a la persona otras veces; 
si acudieron en un horario laboral, en el cual es lógico que 
las personas no se encuentren en el domicilio, o si veri-
ficaron la información de otra forma. Lo mismo sucede 
con la verificación de antecedentes laborales, escolares 
o de ingresos. La verificación de estas condiciones es 
indispensable para analizar el peligro o riesgo de fuga. 

De esta manera, el riesgo de fuga suele justificarse 
únicamente con base en la existencia o no de un do-
micilio fijo y, en algunos casos, en la presencia de vín-
culos familiares o laborales. Sin embargo, rara vez se 
argumenta de forma concreta si la persona realmen-
te podría sustraerse del proceso u ocultarse. Cuando 
este punto sí se analiza, con frecuencia se emplean 
criterios contradictorios: por ejemplo, en algunos ca-
sos se considera que tener empleo representa un ries-
go de fuga, mientras que en otros, la ausencia de em-
pleo se interpreta del mismo modo. Lo mismo ocurre 
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con la posesión de bienes o patrimonio, lo que refleja 
una falta de consistencia en argumentación y la valo-
ración de los criterios de riesgo.

La situación se vuelve aún más compleja cuando se 
debate un cambio de medida cautelar o el cese de la 
prisión preventiva. En estos casos, las personas ya han 
pasado un periodo privadas de libertad, lo que suele 
implicar la pérdida de elementos clave para acreditar 
un menor nivel de riesgo procesal. Al momento de la 
audiencia muchas ya no cuentan con arraigo domici-
liario, laboral o comunitario, pues el encarcelamiento 
prolongado tiende a debilitar o romper sus vínculos fa-
miliares, sociales y económicos. Esta realidad dificulta 
aún más que se valore objetivamente su situación ac-
tual y se les conceda una medida menos gravosa. 

Aunque en ocasiones se alegan riesgos o peligros de 
obstrucción del desarrollo de la investigación difícil-
mente se aporta información concreta sobre la posi-
bilidad real de que estos se verifiquen, salvo cuando se 

verifican amenazas directas a funcionarios que inter-
vienen en la investigación.

Los riesgos que suelen ser más visibles y, por tanto, 
mejor acreditados, se relacionan con los daños a las 
víctimas o testigos, siempre que existan actos de hos-
tigamiento o amenazas concretos. Sin embargo, en 
ocasiones se alega que existen riesgos para las vícti-
mas, pero se señalan con tal carácter a instancias pú-
blicas como el Sistema de Administración Tributaria en 
delitos fiscales, o bien, a la sociedad, en el caso de de-
litos relacionados con drogas, casos en los que no hay 
un riesgo objetivo. 

La investigación concluyó que existen sesgos y pre-
juicios en la argumentación e imposición de las medi-
das cautelares que impactan negativamente a ciertos 
grupos. Por ejemplo, a las personas extranjeras se les 
presume automáticamente una falta de arraigo, inclu-
so cuando demuestran residencia y vínculos en el país. 
Las mujeres acusadas de trata de personas suelen ser 

objeto de un trato discriminatorio, y el consumo de al-
cohol o sustancias se utiliza de manera estereotipada 
para justificar un mayor riesgo. 

De igual forma, a quienes no cuentan con empleo for-
mal se les atribuye con frecuencia un riesgo de fuga 
por esa sola razón, al igual que a las personas en situa-
ción de indigencia, quienes son consideradas propen-
sas a sustraerse del proceso sin mayor análisis. Esta 
lógica contrasta con el trato a veces deferente que re-
ciben personas funcionarias públicas acusadas de tor-
tura, respecto de quienes se asume, sin mayor justifi-
cación, que no representan un riesgo.

Para argumentar sobre la procedencia de las medidas 
cautelares, las partes tienen la posibilidad de ofrecer 
medios de prueba. Sin embargo, en la práctica, el tiem-
po disponible para recabarlos y presentarlos es suma-
mente limitado, especialmente en las primeras etapas 
del proceso. Esta situación representa un reto particu-
lar para la defensoría pública, que opera en condicio-
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nes de desventaja frente a la fiscalía. La desigualdad 
de armas agrava las dificultades probatorias, limitando 
la capacidad de la defensa para acreditar elementos 
que podrían justificar medidas menos gravosas que la 
prisión preventiva.

La imposibilidad material para recabar datos pue-
de repercutir negativamente en la defensa110. Como 
la información que requiere reunirse para debatir la 
medida cautelar es distinta a la que se requiere re-
unir para la defensa en el proceso, conseguirla im-
plica destinar tiempos extraordinarios de los que no 
siempre se dispone. Muchas veces, se acude a in-
formación que proporcionan las personas imputa-
das, pero esta puede ser parcial o errónea, porque 
con frecuencia presentan afectaciones emociona-
les o miedo111. 

En algunos casos, las partes recurren a instrumentos 
propios para el análisis del riesgo. A partir de las en-
trevistas realizadas, se constató, por ejemplo, que la 

fiscalía utiliza ocasionalmente un documento deno-
minado “análisis de riesgo procesal”. Este documen-
to es elaborado por la Unidad de Inteligencia Táctica 
en Apoyo a la Investigación, adscrita al Centro Fede-
ral de Inteligencia Criminal de la Agencia de Investi-
gación Criminal, instancia que forma parte de la Fis-
calía General de la República y de la cual dependen 
los fiscales federales.

Durante la investigación se revisaron también cerca de 
diez de estos instrumentos de evaluación de riesgo, en 
los que se identificaron deficiencias similares a las ob-
servadas en los análisis elaborados por la unidad eva-
luadora de la Guardia Nacional. En general, estos do-
cumentos contienen únicamente información básica 
del caso y, en algunos casos, resultados de consultas 
en bases de datos, como la Clave Única de Registro de 
Población (CURP) o antecedentes penales. Sin embar-
go, no incorporan información complementaria rele-
vante que permita una valoración integral y contextua-
lizada del riesgo.

La defensa pública federal, por su parte, generalmente 
no solicita el dictamen de la unidad evaluadora de la 
Guardia Nacional, ya sea por desconfianza en el instru-
mento o porque no le resulta útil para su estrategia. En 
su lugar, recaba información de manera independien-
te y también elabora su propio dictamen, que incluye 
datos sobre las condiciones familiares, educativas, la-
borales e incluso aspectos cognitivos, emocionales y 
afectivos de la persona imputada, entre otros facto-
res. Esta práctica les permite fortalecer su labor en fa-
vor de las personas acusadas. 

La defensa pública además de elaborar el dictamen men-
cionado lleva a cabo gestiones adicionales. Por ejemplo, 
presenta comprobantes de domicilio, actas del regis-
tro civil, o escolares, e información obtenida a través de 
entrevistas con vecinos, colegas, conocidos y arrenda-
dores. En casos de personas extranjeras efectúan es-
fuerzos adicionales y contactan instituciones del país co-
rrespondiente para que expidan cartas que comprueben 
que existen vínculos y domicilios. Práctica que también 
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requiere impulsarse. Si bien estas son estrategias que 
aun requieren ser institucionalizadas y homologadas en 
todas las delegaciones del IFDP, representa herramien-
tas valiosas que debería conservarse y replicarse.

En algunos casos, sí se recurre al análisis emitido por 
la Guardia Nacional, el cual suele ser solicitado por la 
Fiscalía General de la República. Si bien no existen li-
neamientos públicos que establezcan en qué circuns-
tancias se solicita este dictamen, las personas entrevis-
tadas señalaron que es probable que se utilice cuando 
la fiscalía necesita contar con mayores elementos para 
argumentar la imposición o permanencia de la prisión 
preventiva. Como se mencionó previamente, en estos 
casos es probable que el dictamen incida en la eleva-
ción del riesgo procesal de las personas imputadas, lo 
cual puede aumentar, a su vez, la probabilidad de que se 
imponga o mantenga la prisión preventiva. No obstante, 
este posible vínculo requiere ser examinado con mayor 
profundidad en investigaciones posteriores.

Se concluye, por tanto, que dicho instrumento no 
cumple con su propósito, ya que no resulta útil para 
la defensa ni aporta elementos sólidos que respal-
den las decisiones de las personas juzgadoras res-
pecto a las medidas cautelares. De acuerdo con 
las personas entrevistadas, el dictamen es percibi-
do como una herramienta débil y sesgada, que no 
contribuye a una justificación adecuada de las me-
didas adoptadas. Se le señala, en algunos casos, 
por su vaguedad; en otros, por la ausencia de con-
clusiones claras; y con frecuencia, por una evidente 
parcialidad. En ciertas ocasiones, los dictámenes 
parecen estar diseñados para evitar que las perso-
nas imputadas obtengan su libertad. Sin embargo, 
en otros casos, la información se documenta y ve-
rifica de forma tan deficiente que, aun existiendo 
factores de riesgo, estos no son identificados en el 
instrumento. Dichas deficiencias pueden poner en 
riesgo incluso a las víctimas que se busca proteger 
con la imposición de medidas cautelares.

Esta situación contraviene el objetivo de la evaluación 
de riesgos, que es proporcionar información de calidad, 
útil tanto para la defensa como para la fiscalía, y que, a 
su vez, contribuya a decisiones judiciales mejor funda-
mentadas a partir de elementos fácticos y objetivos. 

La ausencia de un proceso y un instrumento de recolec-
ción de información que sea objetivo, neutral y estanda-
rizado impone cargas adicionales tanto a la fiscalía como 
a la defensa. Esta carencia dificulta la evaluación ade-
cuada de la necesidad, idoneidad y proporcionalidad de 
las medidas cautelares, afecta la calidad del debate en 
audiencia y debilita las decisiones judiciales. Además, 
compromete la solidez del análisis y limita la posibilidad 
de implementar esquemas de medidas cautelares más 
apropiados al caso. En última instancia, estas deficien-
cias contribuyen a que la prisión preventiva se imponga 
en un elevado porcentaje de los casos, muchas veces 
como medida predeterminada más que como una de-
cisión basada en un análisis individualizado del riesgo.



44

Este informe tuvo como objetivo analizar críticamen-
te el uso y la justificación de las medidas cautela-
res en el sistema de justicia penal federal mexicano, 
con especial énfasis en los procesos de evaluación 
de riesgos y en el impacto diferenciado que estas 
decisiones generan sobre poblaciones en situación 
de vulnerabilidad. A partir de una metodología cua-
litativa que incluyó el análisis normativo, entrevistas 
con operadores jurídicos y la revisión de dictámenes 
de riesgo, la investigación identificó tensiones es-
tructurales, deficiencias institucionales y prácticas 
arraigadas que debilitan el carácter excepcional de 
la prisión preventiva.

Las siguientes conclusiones resumen los principales 
hallazgos de la investigación y reflejan tanto los as-
pectos normativos como los desafíos operativos del 
modelo cautelar federal. Asimismo, evidencian la ne-
cesidad urgente de reformar los criterios y procedi-
mientos empleados para evaluar el riesgo procesal, 
así como de fortalecer las garantías judiciales que 

Conclusiones y 
recomendaciones

protegen la libertad personal, la presunción de ino-
cencia y el debido proceso. 

Estas conclusiones no solo dan cuenta de los proble-
mas observados, sino que también buscan ofrecer 
algunas ideas para el diseño de políticas públicas, re-
formas legislativas y acciones institucionales encami-
nadas a racionalizar el uso de la prisión preventiva. 

El uso extendido de la prisión preventiva en el sistema 
penal federal mexicano constituye una práctica siste-
mática que contradice los principios del sistema penal 
acusatorio, especialmente la presunción de inocencia, 
la excepcionalidad de las restricciones de libertad y 
la proporcionalidad de las medidas cautelares. A pe-
sar del amplio catálogo legal de alternativas, la prisión 
preventiva continúa siendo la medida cautelar más uti-
lizada, tanto en su modalidad oficiosa como justifica-
da. Como mostró la investigación, esto constituye un 
problema amplio y complejo que no puede atribuirse a 
un único factor.

La legislación mexicana contiene normas y principios 
que, en teoría, limitan el uso de medidas privativas de 
libertad, como la exigencia de justificación, el principio 
de mínima intervención y el establecimiento de crite-
rios concretos para determinar si existen riesgos pro-
cesales. Sin embargo, en la práctica, estas garantías 
son frecuentemente ignoradas, lo que permite que las 
decisiones sobre medidas cautelares se basen en ar-
gumentos genéricos, rutinarios o poco sustentados. 

La imposición generalizada de la prisión preventiva, 
muchas veces sin un análisis riguroso de riesgo, ha ge-
nerado un alto volumen de solicitudes para su revisión, 
revocación o inaplicación. Además, la frecuente ex-
tensión del plazo razonable para su duración también 
da lugar a constantes solicitudes de cese. Estas solici-
tudes, promovidas principalmente por la defensa pú-
blica, aunque son una buena práctica que debe man-
tenerse, implican una carga adicional, no solo para las 
y los propios defensores, sino para el sistema de justi-
cia penal en su conjunto. 
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Estos esfuerzos no necesariamente se traducen en 
resoluciones favorables. En muchos casos, las medi-
das se mantienen sin cambios, lo que refleja una fuer-
te resistencia institucional a modificar decisiones y 
una preocupante dependencia estructural de la prisión 
preventiva. Las medidas alternativas no se consideran 
con seriedad o simplemente se descartan por razones 
que no están relacionadas con un análisis individuali-
zado del caso.

El análisis de riesgo procesal —que debería ser el eje 
de toda decisión sobre medidas cautelares— se en-
cuentra profundamente debilitado, tanto por la am-
bigüedad de los criterios legales como por su apli-
cación sesgada. Factores como el arraigo, la pena 
probable o el comportamiento procesal se interpre-
tan con escasa objetividad y, a menudo, con base en 
estereotipos que afectan desproporcionadamente 
a personas en situación de pobreza, con bajo nivel 
educativo o que forman parte de grupos histórica-
mente discriminados.

La Unidad de Seguimiento y Supervisión de Medidas 
Cautelares y Suspensión Condicional del Proceso, 
adscrita a la Guardia Nacional, presenta serias limi-
taciones estructurales, metodológicas y de indepen-
dencia, que comprometen la calidad y legitimidad de 
sus evaluaciones de riesgo. Esta unidad no cuenta con 
la autonomía necesaria para ejercer una función neu-
tral dentro del proceso penal, lo que genera descon-
fianza y debilita el debate sobre medidas cautelares.

Las deficiencias metodológicas en sus evaluaciones 
de riesgo generan una tendencia a sobredimensionar 
el peligro que representa la persona imputada, lo que 
incrementa la probabilidad de que se imponga la pri-
sión preventiva en los casos en que estas evaluaciones 
se utilizan. Sin embargo, como mostró el estudio, su 
uso no es tan frecuente. Ante su limitada aplicación, 
las decisiones cautelares suelen basarse en otros in-
sumos menos estructurados, lo que implica una carga 
adicional para las partes y, en especial para la defenso-
ría pública, que no cuenta con igualdad de armas. 

En muchos casos, incluso, las decisiones se toman sin 
contar con información suficiente, lo que convierte el 
proceso en un ejercicio de intuición. Ante la ausencia 
de datos claros, se opta por la prisión preventiva como 
una salida automática, lo que refuerza su uso como re-
gla y no como excepción.

Las resistencias institucionales y la presión política so-
bre el Poder Judicial refuerzan un entorno de decisio-
nes punitivas, donde la prioridad es evitar riesgos re-
putacionales o disciplinarios en lugar de garantizar un 
proceso justo. A ello se suman reformas legales re-
cientes que buscan restringir la posibilidad de inaplicar 
la prisión preventiva oficiosa, reduciendo el margen de 
acción judicial. Esta combinación de factores compro-
mete la independencia judicial y los derechos de las 
personas acusadas. De cara a que se materialicen los 
cambios institucionales ordenados por la llamada re-
forma judicial, resulta especialmente urgente evitar que 
estas dinámicas se profundicen y debiliten aún más las 
garantías del debido proceso. Asimismo, es fundamen-
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tal asegurar que las buenas prácticas impulsadas por el 
Instituto Federal de Defensoría Pública para combatir 
la prisión preventiva injustificada no solo se preserven, 
sino que cuenten con mayor respaldo institucional.

De acuerdo con lo anterior,  se recomienda lo siguiente:

I. Garantizar que la presunción de inocencia sea 
el principio rector en todas las decisiones so-
bre medidas cautelares, evitando que la prisión 
preventiva o cualquier restricción de derechos se 
imponga de forma automática o bajo una lógica de 
presunción de culpabilidad. Las autoridades de-
ben asegurar que toda medida se adopte con base 
en un análisis individualizado, motivado y respe-
tuoso del estado de inocencia que debe acompa-
ñar a toda persona imputada hasta que exista una 
sentencia condenatoria firme.

II. Eliminar la figura de la prisión preventiva 
oficiosa del orden jurídico nacional, en con-

cordancia con los estándares internacionales de 
derechos humanos, que exigen que toda priva-
ción de la libertad sea excepcional, motivada y 
basada en un análisis individualizado de riesgo. 
Su aplicación automática vulnera la presunción 
de inocencia y debilita la legitimidad del sistema 
penal acusatorio.

III. Realizar un diagnóstico sobre las causas del 
uso excesivo de la prisión preventiva justifi-
cada, que incluya el análisis de criterios judiciales, 
prácticas de la fiscalía y fallas en los procesos de 
evaluación de riesgo. Este diagnóstico debe iden-
tificar los factores que incentivan su aplicación 
sistemática y proponer medidas concretas para 
revertir la tendencia, privilegiando la libertad du-
rante el proceso.

IV. Establecer controles más estrictos para la 
imposición y mantenimiento de la prisión pre-
ventiva justificada u oficiosa, exigiendo que su 

adopción se base en una motivación sólida, sus-
tentada en evidencia concreta y no en argumen-
tos genéricos o estereotipos. Además, debe ga-
rantizarse su revisión periódica y la posibilidad real 
de modificación o sustitución cuando cambien las 
circunstancias del caso. Es fundamental que los 
jueces vigilen el cumplimiento del plazo razona-
ble de duración, y que la medida cese automáti-
camente cuando este se exceda sin justificación 
atribuible a la persona imputada.

V. Fortalecer y rediseñar el mecanismo de eva-
luación de riesgos federal, garantizando su in-
dependencia institucional, transparencia metodo-
lógica y enfoque. Esta función no debe recaer en 
cuerpos policiales o militares, sino en unidades ci-
viles especializadas, neutrales y capacitadas para 
generar insumos técnicos confiables y útiles para 
mejorar la toma de decisiones sobre medidas cau-
telares. Para ello, también se requiere difundir las 
buenas prácticas internacionales y nacionales. 
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VI. Ampliar y garantizar la implementación efec-
tiva de medidas cautelares distintas a la pri-
sión preventiva, incluyendo el desarrollo de in-
fraestructura pública, mecanismos de supervisión 
idóneos y apoyos para personas en situación de 
vulnerabilidad que no puedan cumplir con con-
diciones económicas o logísticas exigentes, con 
miras a contar con condiciones que favorezcan su 
imposición y cumplimiento. 

VII. Consolidar y ampliar las buenas prácticas 
impulsadas por el Instituto Federal de De-
fensoría Pública, como la promoción de ceses, 
revisiones de medida y planteamientos de incon-
vencionalidad. Estas acciones deben instituciona-
lizarse, contarse con recursos adecuados y blin-
darse frente a presiones políticas o reformas que 
busquen limitar su impacto.

VIII. Fomentar condiciones que fortalezcan la 
independencia judicial y el ejercicio imparcial 

de la función jurisdiccional, reconociendo la 
importancia de que las y los jueces tomen decisio-
nes cautelares libres de presiones externas, inclu-
yendo aquellas de carácter mediático o político. 
Un entorno institucional que respalde su autono-
mía contribuye a garantizar procesos más justos y 
respetuosos de los derechos humanos.
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